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PREFACIO A LA PRESENTE EDICIÓN

    Cuando en 1968 apareció la primera edición de esta obra muchas cosas empezaban a cambiar de manera dramática en la vida política del México de la posrevolución. Esos cambios se acelerarían hasta desembocar en transformaciones sustantivas tanto en la naturaleza interna del régimen político como de las relaciones del país con su entorno externo, en particular con la gran potencia hegemónica: Estados Unidos. Sin embargo, no era posible avizorar entonces la viabilidad de un cambio de fondo en el estatus de la industria petrolera mexicana ni de su institución central: Petróleos Mexicanos (Pemex).

    En ese año de 1968 Pemex produjo 142 millones de barriles destinados básicamente a la autosuficiencia energética de un mercado interno moldeado de tiempo atrás por una industrialización relativamente exitosa basada en la sustitución de importaciones —el crecimiento promedio del PIB era de 6% anual promedio— y donde la inversión privada nacional era dominante, pero su dinámica estaba muy determinada por las directrices económicas de un gobierno interventor en lo económico y que tenía en su centro una presidencia particularmente fuerte. En ese ambiente Pemex se había consolidado como la gran empresa estatal, eje de la modernización industrial y símbolo del nacionalismo de la Revolución mexicana.

    Al inicio de la segunda mitad del siglo XX la política, económica o de cualquier otra índole de México, se desarrollaba dentro de un sistema de poder formalmente democrático, pero que en realidad operaba sin división efectiva de poderes, con un partido corporativo que en la práctica funcionaba como partido de Estado donde las elecciones se celebraban puntualmente, pero carecían de contenido por no ser realmente competidas. Las grandes líneas del proceso político y en buena medida del económico estaban trazadas y controladas por la presidencia. El entorno externo de este régimen democrático en la forma, pero autoritario en su contenido, estuvo profundamente determinado por la Guerra Fría entre el bloque norteamericano y el soviético (1947-1991). En ese contexto de bipolaridad mundial a veces tensa y a veces laxa, México logró, aunque no sin dificultad, construir cierta independencia dentro del bloque encabezado por Estados Unidos. Y es que Washington terminó por ver en esa independencia relativa un elemento funcional para el mantenimiento de la legitimidad y buen funcionamiento del régimen de su vecino, un régimen que en la práctica era menos nacionalista de lo que implicaba su discurso, pero que justamente por eso garantizaba la estabilidad y predictibilidad políticas en la frontera sur de la gran potencia y que, cuando se requería, daba un apoyo sin estridencias pero efectivo a Washington en su gran juego de poder mundial con Moscú.

    Uno de los indicadores de esa independencia relativa de México frente a la potencia vecina fue precisamente la política petrolera de corte nacionalista. La consolidación de Pemex a mediados del siglo XX se logró pese a un ambiente internacional poco propicio al desarrollo de una gran empresa pública que, además, ocupaba un espacio que hasta antes de la expropiación de la industria petrolera en 1938 había sido del dominio casi exclusivo del gran capital norteamericano y angloholandés. Ese sello de nacionalismo estatista de México se reforzó con la nacionalización de la industria eléctrica —también dominada en su origen por el capital externo— en 1960, aunque entonces ya no hubo conflicto con los remanentes de la inversión foránea en ese sector, pues de tiempo atrás la presencia de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) había reducido el horizonte de ese capital. Finalmente, México decidió pagar la indemnización que implicaba cancelar unos contratos suscritos entre el gobierno del presidente Miguel Alemán (1946-1952) y varias empresas petroleras norteamericanas para explorar y explotar ciertas regiones y vender lo extraído a Pemex.

    El México de mediados del siglo pasado había desarrollado su actividad petrolera en función del mercado interno y de la autosuficiencia energética, pero en los años 1970 ese modelo de industrialización empezó a mostrar sus límites y finalmente sufrió una crisis terminal a inicios de los 1980. Para entonces Pemex estaba inmerso en un gran proyecto: el desarrollo del yacimiento de Cantarell en la sonda de Campeche y que llevó a un gran vuelco en la política petrolera. La riqueza augurada por ese súper yacimiento hizo abrigar al gobierno de José López Portillo (1976-1982) la esperanza de insuflar nueva vida al viejo modelo económico de una economía protegida, aunque eso significara remar contra una visión sobre la naturaleza de la economía y dominante ya en Estados Unidos y Gran Bretaña: el neoliberalismo. Para entonces las fallas estructurales de la economía de la posrevolución se habían hecho más que evidentes, en particular en su déficit sistemático en el intercambio con el exterior y sus consecuentes efectos negativos en todos los órdenes del crecimiento y desarrollo del país. Dentro del bloque encabezado por Estados Unidos la fórmula para resolver los problemas estructurales de países como México fueron el neoliberalismo económico y su complemento, la globalización.

    La vía neoliberal planteaba la creación de un sistema de producción e intercambio a nivel mundial regido no por planes gubernamentales nacionales e intervención directa en los procesos productivos sino por las fuerzas de un mercado global que deberían sustituir al modelo del Estado interventor o “Estado de bienestar” surgido de la segunda Guerra Mundial. Ese cambio requeriría, entre otras medidas, privatizar las grandes empresas públicas como Pemex o la CFE.

    Por un tiempo el súper yacimiento petrolero descubierto en la sonda de Campeche —Cantarell— fue convertido por el gobierno de José López Portillo en la gran trinchera de la defensa del viejo modelo de desarrollo protegido y centrado en el mercado interno. Ese yacimiento llegaría a producir hasta 2.2 millones de barriles diarios, pero tal abundancia fue manejada de una manera tal que en vez de salvar al modelo imperante devolvió a México a una condición indeseable y que se suponía históricamente superada: la de país exportador de petróleo y petrolizado, pues rápidamente el fisco mostró signos de ir por el camino de los “estados rentistas” al estilo de los del Golfo Pérsico, es decir, a convertirse en adicto a la renta petrolera para evitar una reforma fiscal que generara gran resistencia por parte de los intereses que serían afectados. Al final, el gobierno optó por suponer que el potencial petrolero de México era capaz de neutralizar los efectos de un déficit en el sector industrial y una deuda externa crecientes.

    Si en 1960 los impuestos y derechos petroleros representaban el 12% de los ingresos del fisco mexicano para el año 2000 ya equivalían a casi el triple (37%), y es que las transferencias de Pemex a Hacienda llegaron a costarle a la empresa estatal hasta el 70% de sus ganancias brutas lo que, entre otras cosas, afectó seriamente su capacidad de inversión y su viabilidad. La inesperada caída de los precios mundiales del petróleo en la segunda mitad de la década de 1980, no sólo afectó a Pemex, sino que aceleró la descomposición del modelo económico en su conjunto y finalmente del sistema político mismo.

    Desde los 1920 hasta los 1970 los precios internacionales del petróleo se habían mantenido más o menos estables, pero a mediados de los 1970 empezaron a aumentar rápidamente y tras un corto periodo de auge descendieron como consecuencia de una sobreoferta mundial para al cabo de un tiempo volver a subir y luego a bajar. Este sube y baja de precios se inició justo cuando el gobierno mexicano ya se había endeudado en exceso, confiado y entusiasmado con el espejismo de poner fin definitivo tanto al déficit en el intercambio con el exterior como a su histórica debilidad fiscal. El 2 de agosto de 1977 en un arranque de optimismo desbordado, el presidente López Portillo declaró ante el Consejo de Administración de Pemex que, de cara al futuro, los mexicanos tendrían que acostumbrarse a algo totalmente nuevo y positivo en su experiencia colectiva “a administrar la abundancia”. El entusiasmo despertado por lo que se anunció como el inicio de un espléndido capítulo en la historia económica de México duró un suspiro. Si en 1977 la mezcla mexicana de petróleo se cotizaba en 13.39 dólares el barril para 1981 había aumentado a 33.19, pero justo entonces empezó a descender y por los siguientes 25 años su precio promedio fue de apenas 19 dólares por barril. Las fluctuaciones en los precios continuaron y aunque al escribir estas líneas las caídas ya no eran comparables con aquellas de finales del siglo pasado, ya que incluso por un par de años (2011 y 2012) experimentaron un aumento excepcional al rebasar los 100 dólares por barril, ya ningún gobierno volvió a apostar por fincar el desarrollo económico de largo plazo en el petróleo.

    Al iniciarse el segundo decenio del siglo actual el súper yacimiento de Cantarell estaba agotado. Sí en 2004 había contribuido con 63% de la producción petrolera, para 2020 ya sólo lo hizo con 9.4%, (160 000 barriles diarios). Los años de abundancia de “la joya de la corona petrolera” mexicana no sirvieron ni para revivir el viejo sistema económico ni fueron un factor decisivo en la cimentación del nuevo. Y si por un tiempo México volvió a su condición original de exportador neto de hidrocarburos, para 2016-2019 había retornado a la de ligeramente deficitario. En estas condiciones la meta de Pemex volvió a ser alcanzar y sostener la autosuficiencia del país, es decir, la misma que había aconsejado el presidente Cárdenas tras la expropiación de 1938.

    El modelo económico mexicano posterior al desaprovechado boom de Cantarell quedó centrado en un crecimiento hacia fuera, pero no por la vía petrolera sino por la exportación de manufacturas ligadas a cadenas productivas globales controladas por empresas transnacionales, en buena medida norteamericanas. El libre flujo de manufacturas y capitales de esas empresas globales fue acompañado de privatizaciones y eliminación de barreras arancelarias, sobre todo tras la firma en 1993 del Tratado de Libre Comercio de la América del Norte (TLCAN) entre Estados Unidos, Canadá y México. En ese nuevo esquema Pemex, al que ya se le habían quitado muchas de sus empresas petroquímicas más lucrativas, logró sobrevivir como empresa pública, pero más como una anomalía que como parte integral y central de la nueva economía. La persistencia de Pemex como empresa pública en un ambiente hostil como el neoliberal se debió a, por lo menos, dos razones: por un lado, que era difícil para los gobiernos de la época deshacerse de una empresa que, pese a todo, seguía siendo considerada por la mayoría de los mexicanos como un gran símbolo del nacionalismo forjado por la Revolución mexicana; por otro lado, que las autoridades encontraron conveniente someter a Pemex a un régimen de extracción extrema de recursos por las vías de impuestos punitivos y de la corrupción en gran escala.

    Junto a la transformación de la naturaleza de la economía a partir de la crisis de 1982 y del peso de la globalización pari passu se fue gestando otro cambio igualmente importante: el del sistema político. En el marco de una disminución del crecimiento económico, de una concentración desmesurada de la riqueza en la cúspide de la pirámide social y de acciones de resistencia y movilizaciones populares lo mismo que negociaciones entre élites partidistas, el presidencialismo autoritario y el pluralismo limitado fueron obligados a aceptar una competencia electoral cada vez con mayor contenido real, aunque sin eliminar viejas prácticas como la compra de votos o los fraudes electorales. En el año 2000 este proceso desembocó en la derrota en las urnas del partido que había monopolizado la presidencia por 71 años consecutivos: el Partido Revolucionario Institucional (PRI). Por lo que al petróleo se refiere, la coalición que encabezó los tres primeros gobiernos del nuevo siglo se propuso combinar la máxima extracción posible de recursos a un Pemex —que veían como herencia del pasado— con el avance de la privatización de la actividad petrolera. Esta política desembocó en la “reforma energética” de agosto de 2013.

    El gobierno de Enrique Peña Nieto (2012-2018), bajo la promesa de modernizar y hacer realmente competitiva a las industrias originalmente bajo el control exclusivo del Estado —la eléctrica y la petrolera—, abrió de par en par las puertas al capital privado nacional y extranjero bajo el supuesto que ese cambio redundaría en beneficio de “la economía de las familias mexicanas” vía un abaratamiento de los energéticos y la creación de empleo como producto del aumento de inversiones privadas nacionales y extranjeras que buscarían aprovechar las oportunidades creadas por las reformas al marco legal. Al final, ninguna de esas promesas se materializó.

    Por lo que al petróleo se refiere, la esencia de la reforma consistió en modificar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de tal forma que si bien los hidrocarburos se mantuvieron como propiedad original de la nación, su exploración, extracción, transporte, refinación, petroquímica y comercialización se abrieron a las empresas privadas y Pemex tendría que operar como una “empresa productiva” más, es decir, debería adaptarse plenamente a las reglas propias de un mercado competitivo global.

    Como consecuencia de estas reformas, el gobierno procedió a llevar a cabo adjudicaciones directas y licitaciones para que las empresas nacionales y extranjeras interesadas adquirieran derechos de explotación en zonas petroleras. Esta transformación de la política sobre uno de los recursos naturales y estratégico más importantes de México fue ampliamente celebrada por el sector privado nacional y por los medios extranjeros. Se presentó como el necesario final de un anacronismo económico y como un gran avance en la modernización de México.

    Las licitaciones petroleras atrajeron la atención de decenas de empresas privadas, algunas de ellas ya bien asentadas en la industria a escala mundial, pero otras relativamente pequeñas y creadas ex profeso. Al final, 172 firmas mexicanas, norteamericanas, europeas y asiáticas obtuvieron contratos para explorar y extraer petróleo y gas en México, y procesarlo y comercializarlo según sus intereses.

    Este cambio radical en el carácter de la actividad petrolera mexicana ya había sido previamente avalado en su esencia como parte del llamado “Pacto por México”, un documento de 95 compromisos suscrito el 2 de diciembre de 2012 por el recién inaugurado presidente Peña Nieto y los partidos Revolucionario Institucional, Acción Nacional y De la Revolución Democrática y, posteriormente, por el Verde Ecologista. Al año siguiente el Poder Legislativo dio su aval al cambio concertado por las cúpulas partidistas y se dio por concluido un capítulo más de la lucha por el petróleo mexicano. El nuevo esquema giraría en torno a la economía de mercado y donde paulatinamente Pemex debería perder su importancia relativa y hasta podría llegar a su privatización o liquidación. Esta nueva etapa mantenía los yacimientos petrolíferos como propiedad original de la nación según lo acordado en 1917, pero anulaba lo logrado en 1938.

    Al momento de escribir estas líneas era claro que la lucha por el petróleo mexicano se había reanudado como resultado de la elección presidencial de 2018 y del triunfo de un proyecto que buscaba, entre otras cosas, recuperar para el Estado el control de las industrias petrolera y eléctrica, y poner de nuevo a Pemex y a la CFE como los actores centrales en el nuevo capítulo de la historia de los energéticos mexicanos. En esta nueva etapa de los energéticos las fuerzas que llevaron a cabo la reforma de 2013 emprenderían una defensa intensa del campo ganado durante la etapa de auge del neoliberalismo frente a la ofensiva encabezada por el gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador, que sostenía una concepción del interés nacional que consideraba crucial para la seguridad de la nación: que el sector energético fuera controlado —aunque no monopolizado— por el gobierno en su papel de interprete y guardián del interés general.

    La elección presidencial de 2018 dio una amplia victoria a López Obrador y a su partido, Morena, con más de 30 millones de votos, 53.19% del total. Con ese capital político forjado desde la oposición, el nuevo presidente anunció que su objetivo sería nada menos que emplear su control sobre el gobierno, como instrumento, para desde ahí llevar a cabo un cambio de régimen que no privilegiaría una concepción neoliberal de la dinámica social.

    López Obrador declaró que, por lo que a la industria petrolera se refería, los contratos suscritos por el gobierno anterior con las empresas petroleras privadas se respetarían, en la realidad esas empresas perdieron gran parte del entusiasmo mostrado inicialmente y a siete años de la reforma petrolera su producción de crudo apenas equivalía a poco más de 1% del total. A las críticas sobre la inviabilidad económica de Pemex como empresa, el secretario de Hacienda informó al Senado en septiembre de 2021, que si bien en los dos años anteriores el gobierno había tenido que transferir a la empresa estatal 420 000 millones de pesos, Pemex le había entregado al fisco 1.2 billones de pesos en derechos y aportaciones. Desde esta perspectiva, el verdadero problema financiero de la compañía petrolera no radicaba en su capacidad para generar utilidades, sino en hacer frente a la enorme deuda de 110 000 millones de dólares que le habían heredado las administraciones anteriores.

    Desde el inicio de la administración de López Obrador (2018-2024) se dejó en claro que el gobierno daría a Pemex el apoyo para aliviar la carga de su deuda y devolverle su papel de actor central de la economía mexicana, pues por razones tanto económicas como políticas era necesario y posible lograr la autosuficiencia energética de México.

    El robo de combustible desde dentro y fuera de las refinerías —un problema viejo— se atacó desde el principio de la administración de López Obrador, una nueva legislación laboral empezó a minar el poder de un sindicato notable por su corrupción, las seis refinerías existentes se sometieron a un proceso de modernización y en 2021 se adquirió el control total —ya se tenía el 50%— de otra refinería en Estados Unidos —Deer Park, Texas— con capacidad para procesar 350 000 barriles diarios. Finalmente, en julio de 2019 se puso en marcha la construcción de lo que se presentó como una de las obras más importantes del sexenio: la refinería de Dos Bocas en Tabasco —la tercera más grande en América Latina—, planeada para procesar hasta 340 000 barriles diarios de crudo “maya”.

    La historia del petróleo mexicano puede hacerse desde varias perspectivas: geológica, económica, tecnológica, administrativa, laboral, social y, desde luego política. Esta última, a su vez, se ha desarrollado en dos campos: el de la política interna y el de la política internacional, y en ambos abundan tensiones y conflictos. En materia energética la problemática internacional siempre ha influido en la local y viceversa. El lector encontrará en esta obra el origen y desarrollo de la primera etapa de la larga y constante lucha por el petróleo mexicano; ésta se inició con la Revolución mexicana y alcanzó su cima con la expropiación de 1938, que es el antecedente imprescindible para entender la naturaleza de las etapas posteriores incluida la que se empieza a escribir ahora.

    En 1938 se cerró un capítulo de la historia del petróleo mexicano donde el factor externo fue determinante. Al final, la fuerza del nacionalismo se impuso. Tras los acuerdos de 1942 y 1947 para compensar a las empresas norteamericanas y angloholandesa expropiadas por el gobierno cardenista, los actores del siguiente capítulo de nuestra historia petrolera fueron fuerzas, intereses y personajes básicamente internos, pero el nacionalismo petrolero fue perdiendo vigor, al punto que la reforma petrolera de 2013 pareció su final. Sin embargo, la elección presidencial de 2018 lo revivió, y al concluir este prólogo puede afirmarse con seguridad que el espíritu de Lázaro Cárdenas vive y su lucha sigue.

    La edición anterior de esta obra data de 2009. El director actual del Fondo de Cultura Económica, Paco Ignacio Taibo II aceptó la conveniencia de reeditarla y Octavio Romero Oropeza, director general de Pemex, Marcos Herrería Alamina, director corporativo de Administración y Servicios de la misma empresa y el personal de su Archivo Histórico dieron su apoyo a la presente edición. Para todos ellos mi agradecimiento y en especial a un antiguo alumno que no regateó tiempo y esfuerzo desinteresado para sacar adelante este proyecto en su etapa final: Víctor Hugo Lozada.

    San Nicolás Totolapan, Ciudad de México,

    16 de septiembre de 2021

  			
			
		

	
  
  
    
INTRODUCCIÓN A LA TERCERA EDICIÓN

    A la distancia, cada vez es más claro que la expropiación y nacionalización de la industria petrolera mexicana en 1938 fue el punto culminante de un largo esfuerzo nacionalista cuyo origen antecede incluso a la Revolución mexicana. La decisión que tomó hace más de 70 años el presidente Lázaro Cárdenas —recuperar el dominio sobre un recurso natural no renovable y estratégico— no ha sido aún igualada por ninguna otra acción semejante de la docena de gobiernos que siguieron al del general de Jiquilpan.

    Desde el primer gobierno revolucionario, el de Francisco I. Madero (1911-1913) hasta el de Plutarco Elías Calles (1924-1928), la naturaleza legal de la propiedad de la riqueza petrolera había enfrentado al régimen que sustituyó al de Porfirio Díaz, con las empresas extranjeras que controlaban todos los depósitos de hidrocarburos entonces conocidos y con los gobiernos imperiales que las respaldaban. Obviamente, ese enfrentamiento se agudizó a partir del momento en que el Congreso Constituyente de 1916 aprobó el párrafo IV del artículo 27 del nuevo documento constitucional. Ahí, en Querétaro, los constituyentes declararon nula la legislación petrolera anterior y reintegraron a la nación la propiedad original de todos los recursos petroleros. Estados Unidos y las empresas petroleras se negaron a aceptar la legitimidad de una decisión que afectaba retroactivamente los derechos de propiedad adquiridos antes de que el nuevo ordenamiento constitucional entrara en vigor. A partir de ese momento lo que estuvo en juego fue ya no sólo la riqueza petrolera sino la calidad misma de México como nación soberana.

    El resultado de los enfrentamientos entre el nuevo régimen mexicano con Estados Unidos y Gran Bretaña por los derechos petroleros no se tradujo en resultados que cuadraran con lo que en cada circunstancia se definió como el interés nacional de México, aunque tampoco se volvió al statu quo ante. En 1938, como resultado de la combinación de un conflicto obrero-patronal en el contexto de un gobierno con voluntad política y bases populares fuertes —el de Cárdenas— y una coyuntura internacional favorable —la política de “buena vecindad” diseñada por Estados Unidos para neutralizar los esfuerzos fascistas en América Latina—, se logró que la sorpresiva expropiación petrolera y su defensa posterior tuvieran éxito. Lo anterior llevó a que en México se cristalizara un sentimiento de confianza en la propia capacidad de definir y sostener la autonomía nacional, de hacer efectiva la soberanía.

    La hazaña de 1938 fue la respuesta audaz de un país periférico que ya había acumulado una buena cantidad de derrotas pero que, gracias a la energía generada por una revolución y a la política de masas del cardenismo,1 generó la vitalidad, la voluntad y la capacidad para reaccionar frente al cúmulo de agravios recibido de las potencias imperiales con las que había tenido que relacionarse a partir de su independencia, más de un siglo atrás.

    El cardenismo (1934-1940) representó el máximo giro de la Revolución mexicana hacia la izquierda, aunque finalmente no fue capaz de sostenerse y rápidamente fue sustituido por orientaciones que viraron del centro a la derecha. Entre 1949 y 1951, el gobierno presidido por Miguel Alemán intentó, entre otras muchas contrarreformas, volver a abrir una puerta para que la inversión privada extranjera retornara a los campos petroleros mexicanos. En ese periodo se firmaron cinco acuerdos con otras tantas empresas petroleras estadunidenses —los llamados “contratos riesgo”, en virtud de los cuales se asignaron a cada una de las zonas determinadas alrededor del golfo de México para que exploraran y extrajeran un petróleo que entregarían a Pemex a cambio de una quinta parte del valor del combustible. Sin embargo, el nacionalismo petrolero no había desaparecido y reaccionó: en 1958 se prohibió la firma de nuevos contratos riesgo y más tarde, entre 1969 y 1970, los cinco contratos alemanistas fueron rescindidos.

    La batalla entre las fuerzas privatizadoras y las nacionalistas en torno al petróleo no cesó. El gobierno de José López Portillo (1976-1982), aprovechando los nuevos yacimientos descubiertos en el Sureste —especialmente los del complejo Cantarell— y un aumento en los precios mundiales del crudo, decidió volver a convertir a México en país exportador. Esa decisión se tomó en contra de las recomendaciones hechas de tiempo atrás por Cárdenas, en el sentido de limitar las exportaciones de hidrocarburos y conservarlos básicamente para satisfacer el consumo interno. A comienzos del siglo XXI, México llegó a ocupar el sexto lugar mundial entre los países productores.

    A partir de la crisis económica de 1982, la combinación del fracaso del proyecto económico mexicano basado en la sustitución de importaciones —cuyo arranque había tenido lugar durante la segunda Guerra Mundial— con el triunfo del neoliberalismo y neoconservadurismo a nivel mundial, más la desintegración de la Unión Soviética y del “socialismo real”, se tradujo en una ola mundial de privatizaciones. Se reanudó entonces el esfuerzo de aquellos intereses dentro y fuera de México, que demandaban transformar el marco jurídico de la actividad petrolera para reabrirla a los particulares e incluso privatizarla por entero. Sin embargo, al negociar y firmar en 1993 el Tratado de Libre Comercio de la América del Norte, el gobierno de Carlos Salinas no se atrevió, ni Estados Unidos exigió, a ir tan lejos como aconsejaban los principios básicos del neoliberalismo y la globalización dominantes: privatizar la actividad petrolera y tratar a los hidrocarburos como a cualquier otra mercancía. Por otra parte, la legislación de 1996 aseguró la presencia del capital privado en la petroquímica.

    La aceptación del PRI en el 2000 de su primera derrota presidencial tras 71 años de control ininterrumpido del Poder Ejecutivo, puso al frente de la dirección política del país a la oposición de derecha, al Partido Acción Nacional (PAN), un partido nacido en 1939 justamente para presentarse como alternativa conservadora frente al proyecto cardenistas. Durante el primer gobierno panista —el de Vicente Fox (2000-2006)—, y ante su imposibilidad de poner en marcha una verdadera reforma fiscal, la Secretaría de Hacienda simplemente usó los recursos obtenidos por Pemex para hacer frente al gasto corriente. Fue entonces que los ingresos petroleros aportaron entre 30 y 40% del gasto del gobierno federal —las finanzas públicas se habían petrolizado—.

    A inicios del presente siglo el fisco mexicano apenas podía captar 11% del PIB —la mitad de lo que se obtenía en otros países con el mismo nivel de desarrollo—, una auténtica reforma fiscal era una necesidad evidente, y había sido pospuesta desde los años sesenta. Sin embargo, la renuencia o debilidad política de los gobiernos del PRI y del PAN hizo que esa gran reforma se pospusiera una y otra vez. En esas condiciones, la salida fácil fue echar mano de Pemex como fuente de recursos, especialmente en épocas de precios altos.

    El uso del petróleo como sustituto de una auténtica reforma fiscal era evidente. Así, por ejemplo, un estudio sobre los efectos de la política tributaria sobre la empresa petrolera, mostró que de 1998 a 2000, Pemex debió padecer una carga impositiva equivalente a tres veces la que soportaban el resto de las empresas petroleras en el mundo.2 En esas circunstancias, Pemex fue obligado a contratar deuda para cumplir con los requerimientos de la Secretaría de Hacienda, lo que explica que entre 1998 y 2005, la carga fiscal para Pemex equivaliera a 111% de sus utilidades y que su deuda acumulada superara los 100 000 millones de dólares. En suma, una de las causas del rezago tecnológico y de inversión de la mayor empresa paraestatal mexicana fue resultado de una política gubernamental que sistemáticamente la descapitalizó, y que David Ibarra resumió así “[e]l objetivo central de Pemex ha dejado de ser el de impulsar el crecimiento para convertirse en instrumento equilibrador a corto plazo del presupuesto público y de las cuentas externas”.3

    Para 2008, ante la necesidad de inyectar capital y tecnología a Pemex, el gobierno propuso un cambio en la legislación que permitiera la entrada masiva de capitales privados nacionales y extranjeros a las áreas de exploración, extracción, transporte, almacenamiento y refinación. Era la única salida, se dijo, a una crisis mayúscula de la empresa. La oposición al proyecto de la modernización privatizadora no se hizo esperar. Desde esta perspectiva, la alternativa era devolver a Pemex una parte sustantiva de lo que se le quitaba y buscar en otras áreas los recursos para el gobierno federal: en una profunda reforma fiscal y en una más honesta administración de esos recursos. Esa oposición cristalizó en una amplia movilización emprendida por una coalición de izquierda —el Frente Amplio Progresista— encabezada por Andrés Manuel López Obrador, que obligó a llevar a cabo un foro de debate en el Senado y a una viva polémica en los medios de información. El choque entre izquierda y derecha se convirtió entonces en el centro del proceso político mexicano. Finalmente, al concluir 2008 y bajo el rubro de “reforma energética”, se aprobaron siete decretos que, en principio, mantuvieron al mínimo la participación del capital privado en la industria petrolera mexicana. También, en principio, el espíritu del cardenismo se impuso sobre la propuesta de hacer equivalente el concepto de modernización con el de privatización. Sin embargo, nadie dio por concluida la batalla por el petróleo, pues quedaron suficientes ambigüedades en el texto como para permitir en cualquier nueva coyuntura el reinicio de la pugna por la vía de la interpretación del nuevo marco jurídico.

    Debido a su hondo significado histórico y por su importancia económica y política, la naturaleza de la industria petrolera se mantiene como un asunto que no se circunscribe al ámbito de la racionalidad económica, sino que toca un tema muy sensible de la imaginación colectiva en relación con la soberanía, y es la idea que México —como sociedad nacional— tiene de sí mismo frente al exterior. En 2006, un estudio del Centro de Investigación y Docencia Económicas encontró que si bien entre las élites formadoras de opinión dominaba entonces la idea de abrir la actividad petrolera al capital privado nacional y externo (65%), entre la población en general, no (24%). Para la élite del poder, era la lógica del mercado la que debía dictar la política petrolera mexicana, pero el grueso de los ciudadanos no respaldó entonces ni después esa visión. En 2008, en pleno debate en torno a la reforma petrolera, una encuesta encontró que si bien 37% de los mexicanos aprobaba la propuesta presentada por el gobierno para permitir un aumento sustantivo de la presencia del capital privado en Pemex, 46% la rechazó, no obstante la existencia de una intensa campaña de medios que buscaba convencer a la población de que la única vía para restituir vitalidad a la actividad petrolera mexicana era la de superar de una vez por todas la visión cardenista, supuestamente ya rebasada por la realidad.4

    Al concluir 2008, la nueva legislación y el petróleo a la baja, como resultado de una severa crisis mundial, abrieron la posibilidad de diseñar una política que efectivamente le permitiera a Pemex conservar recursos necesarios para su programa de inversión. Pero no todo era problema de recursos; la mala situación financiera y técnica de Pemex no se podía explicar plenamente si se dejaban fuera del diagnóstico los efectos de un sindicato abusivo, prácticamente desde el origen, pues tras la expropiación de 1938 el recién formado Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Méxicana (STPRM) pretendió que el gobierno dejara la industria directamente al cargo de una administración obrera, demanda que el presidente Cárdenas rechazó, aunque debió tolerar otras. Y es que sin el apoyo del STPRM, el gobierno de entonces no hubiera podido mantener a flote una industria que las grandes empresas petroleras internacionales estaban decididas a hundir. El sindicato cobró el apoyo que a partir de entonces dio al sistema autoritario y corporativo priista. Cuando el régimen cambió en el 2000, el corporativismo se mantuvo y el STPRM transfirió sin grandes problemas su lealtad al nuevo gobierno. El liderazgo sindical petrolero no sólo preside sobre una fuerza obrera bien pagada e incluso excesiva en una actividad estratégica, sino que con el tiempo construyó un poder caciquil extraordinario, cuya naturaleza y alcance han sido mejor descritos por la imaginación literaria que por la sociológica.5

    Si finalmente se logra que Pemex cambie, pero manteniendo su naturaleza de entidad pública netamente mexicana, eficiente y responsable de todo el rango de actividades que van desde la exploración hasta la comercialización del petróleo y sus derivados, esa industria podría volver a ser sostén de la confianza colectiva en la capacidad de México para conducir su propio destino. Por el contrario, si se insistiera y se avanzara en la apertura de la actividad petrolera al capital privado y externo con el argumento de que a Pemex ya le es imposible caminar sin ayuda, entonces la gesta del 38 pasaría a ser sólo una fecha más de una historia que perdió vigencia, y el nacionalismo mexicano se debilitaría aún más frente al enorme nacionalismo del país vecino, Estados Unidos.

    La industria petrolera mexicana nació al despuntar el siglo pasado y su crecimiento fue espectacular: de 10 000 barriles anuales en 1901 pasó a 3.6 millones en 1910 para llegar a 193 millones en 1921. A partir de entonces empezó a declinar y en vísperas de su expropiación la producción era de tan sólo 47 millones. De ser su objetivo inicial cubrir la demanda del pequeño mercado interno, la industria pasó a exportar hasta 99% de la producción, para quedar en 61% antes de la expropiación. En su mejor momento como enclave extranjero, el petróleo aportó 33.6% del presupuesto federal, aunque en vísperas de la expropiación ya fue sólo 12%. Setenta años más tarde, casi la mitad de los ingresos de Pemex provinieron de la exportación de ese recurso natural no renovable y la dependencia del gobierno de esa producción y exportación fue mayor que nunca. Si a lo anterior se agrega el intento de apertura al capital privado y externo, casi se podría decir que México se encaminaba a recrear el modelo anterior a la expropiación. La oposición interna impidió, finalmente, que el cambio se llevara a cabo, pero todas las señales mostraban que la batalla por el petróleo mexicano podría continuar.

    Antes de concluir, no está de más una aclaración sobre la naturaleza del libro que el lector tiene entre manos. Esta investigación se publicó por primera vez en 1968, un año cargado de significado político para México. El título original fue México y Estados Unidos en el conflicto petrolero, 1917-1942, aunque la obra cubre años bastante anteriores al 17. Se suponía entonces que la expropiación y nacionalización de la industria petrolera mexicana era ya un hecho consumado y que ya no habría marcha atrás en este tema, que el episodio de los contratos riesgo con empresas estadunidenses había mostrado que el retorno del capital externo “por la puerta de atrás” había quedado definitivamente cancelado por las disposiciones legales de 1958. Finalmente no fue ese el caso, de ahí la decisión de aceptar la propuesta de mi amigo y editor Rogelio Carvajal de reeditar la obra y modificar su título: en la nueva batalla por el petróleo mexicano, conocer los orígenes y razones del esfuerzo nacionalista es una manera de contribuir a poner en claro la dimensión del reto al que México se ha vuelto a enfrentar.
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INTRODUCCIÓN A LA SEGUNDA EDICIÓN

    Esta nueva edición ha sido revisada y ampliada sustancialmente y, confío, mejorada en el proceso. Aparte de ciertos cambios necesarios en el estilo, esta nueva edición me dio en primer lugar la oportunidad de introducir algunas modificaciones de carácter secundario en la presentación de los marcos generales dentro de los cuales se examinan las diferentes etapas de la controversia petrolera. En segundo lugar, se hicieron cambios sustanciales en los últimos capítulos, al introducir en ellos nuevo material primario que no se encontraba disponible cuando efectué la investigación original. Ahora bien, aunque algunos de estos cambios son de cierta importancia, considero que no modifican en lo fundamental ninguno de los aspectos sustantivos de la investigación original; por el contrario, el nuevo material refuerza las tesis centrales a la vez que presenta una visión más completa de las circunstancias en que culminó el conflicto petrolero con Estados Unidos.

    Como señalé antes, las modificaciones secundarias se concentran en la presentación de los marcos generales que se encuentran en la introducción de los diferentes capítulos. Estos cambios tienen su origen en algunas reflexiones relacionadas con un pequeño trabajo en el que intenté ligar algunos problemas del desarrollo político y social del México contemporáneo con la actitud de las élites políticas frente a la inversión extranjera directa.1 Esta actitud fue, y es en gran medida, producto de las principales fuerzas sociales que operan en los sistemas nacional e internacional y que en un momento dado constituyen el ambiente dentro del cual la controversia petrolera —o cualquiera de los otros problemas internacionales de México— se desarrolla. La comprensión de la naturaleza de esos marcos explica hasta cierto punto las fuerzas y limitaciones con las que los varios gobiernos mexicanos se enfrentaron entonces al problema externo.

    Las modificaciones más importantes se localizan principalmente en los tres últimos capítulos, en donde se examina la última fase del conflicto petrolero entre Estados Unidos y México el cual tuvo lugar durante el gobierno del presidente Cárdenas y principios del régimen del presidente Ávila Camacho. Estos cambios consisten en la adición de nuevos materiales procedentes de los Archivos Nacionales de Washington y del Archivo de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México. En 1966, cuando tuve la oportunidad de examinar en Washington los documentos del Departamento de Estado, no obtuve permiso para consultar aquellos relacionados con la última etapa de mi investigación, es decir, los posteriores a 1937. La única alternativa posible era suplir esa ausencia con los documentos del embajador estadunidense en México durante ese periodo, Josephus Daniels, y así lo hice. Cuatro años después logré tener acceso al resto del material del Departamento de Estado. Como era de esperarse, el material resultó lo suficientemente importante como para hacer necesaria la restructuración de los capítulos finales.

    Los archivos mexicanos tampoco se encontraban enteramente disponibles cuando llevé a cabo la investigación original, ya que los documentos estaban siendo trasladados a un nuevo local. Fue necesario esperar varios años antes de poder hacer uso de ellos. Como expliqué en la introducción a la primera edición, tuve que conformarme con emplear la documentación extraída de esos archivos que generosamente puso a mi disposición el Seminario de Historia Moderna de El Colegio de México. Desafortunadamente, este material, aunque abundante, tampoco abarcaba el periodo del presidente Cárdenas, y no obstante que el gobierno mexicano había hecho pública parte de esta documentación, resultaba imprescindible su consulta directa. Afortunadamente, el archivo de la Secretaría de Relaciones Exteriores se encontraba de nuevo en funciones para 1970 y me fue permitida su consulta completa con relación al tema petrolero. Como en el caso anterior, el material fue considerable y de gran valor. Como resultado de esta nueva investigación en ambos archivos, el capítulo VIII es ahora más amplio y cuenta con 63 pies de página más que el original; y el capítulo IX, al que fue necesario añadir más de 200 nuevas notas, tuvo que ser dividido en dos, de ahí que esta edición contenga un capítulo más que la publicada en 1968.

    Como advertí anteriormente, las tesis centrales de la obra no han sido alteradas fundamentalmente por la inclusión del nuevo material, pero aquellos que tengan la paciencia de comparar ambas, no dejarán de notar algunos cambios importantes. Posiblemente el más notorio se refiere a la naturaleza de las presiones económicas ejercidas por Washington sobre el gobierno del presidente Cárdenas a partir de marzo de 1938, que resultaron ser más severas de lo que originalmente había podido comprobar. Por ejemplo, el nuevo material me permitió constatar cómo el Departamento de Estado intervino constante y decisivamente para frustrar los esfuerzos del gobierno mexicano por colocar parte de su combustible en el mercado latinoamericano. De la misma manera, me fue posible comprobar que los fracasos mexicanos en este terreno no se debieron exclusivamente a la interferencia estadunidense, sino también a la ineficiencia del sistema de distribución de Petróleos Mexicanos en los primeros años de su existencia. Resulta interesante constatar que la burocracia del Departamento de Estado no se limitó a entorpecer la venta del combustible mexicano en el mercado externo y a impedir que el Departamento del Tesoro continuara adquiriendo plata mexicana, sino que también se esforzó por poner obstáculos en el camino de las empresas petroleras independientes que intentaban comercializar el combustible mexicano en Europa, así como en vetar todo tipo de créditos que fuentes estadunidenses, oficiales o privadas, se propusieron otorgar entonces al gobierno o a empresarios mexicanos para proyectos generales de desarrollo.

    Los ejemplos anteriores, y otros más que no tiene objeto mencionar aquí, hicieron necesario revaluar la influencia de los diversos elementos que contribuyeron a dar forma a la política estadunidense hacia México en ese periodo. Por ejemplo, la nueva documentación indica que, pasado el primer impacto ocasionado por la expropiación de 1938, la influencia moderadora del embajador Daniels fue menos importante de lo que se supuso. La burocracia del Departamento de Estado en muy poco tomó en cuenta las recomendaciones del embajador, que pretendía identificar el interés nacional estadunidense en México no con la defensa intransigente de los intereses de las empresas petroleras, como era el caso de sus superiores en Washington, sino con el apoyo decidido a la solidaridad continental frente a los peligros en Europa y Asia. Mientras Daniels favorecía un mínimo de presión sobre México, el secretario de Estado y sus consejeros usaron el máximo que los lineamientos de la “Buena vecindad” les permitieron. Sólo las necesidades apremiantes de la segunda Guerra Mundial les llevaron a modificar su punto de vista y a identificarse con la posición de Daniels, pero para entonces los efectos de la presión habían dejado una huella permanente en México.

    Con la nueva documentación a la vista, la resistencia del presidente Cárdenas a las demandas estadunidenses aparece aún más extraordinaria de lo que se había supuesto. Pero esta nueva información arroja nueva luz sobre las circunstancias que llevaron al presidente Cárdenas a dar marcha atrás en sus programas de reforma interna a partir de 1938. La actitud estadunidense aparece como un elemento fundamental, pero no como el decisivo; tan o más importante fue la presión de los elementos conservadores dentro y fuera del ejército, presión que no desapareció con la derrota del general Saturnino Cedillo en San Luis Potosí, inmediatamente después de que la expropiación petrolera tuvo lugar. Esta conclusión se encontraba en la versión original del estudio, pero no con la suficiente claridad. El precio de la expropiación petrolera consistió en algo más que la compensación monetaria otorgada a las partes afectadas; consistió también en propiciar el triunfo de aquellas fuerzas internas que se oponían a una modificación del modelo de desarrollo ya elegido por los líderes de la facción victoriosa de la Revolución mexicana 20 años atrás.
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INTRODUCCIÓN

    OBJETIVOS


    La inversión de capitales de uno o varios países en otros de menor desarrollo económico es una modalidad de las relaciones internacionales que suscita interés especial en los estudiosos. El fenómeno, sobre todo si se trata de inversiones directas, equivale a la acción de extender los intereses nacionales fuera de sus fronteras. La extensión puede tener lugar entre sistemas similares o entre sociedades con diferente potencial y grado de desarrollo. La expansión de capitales de Estados económicamente más poderosos en áreas “periféricas” ha producido, entre otros, dos fenómenos de particular interés: por una parte, ha contribuido a desarrollar ciertos sectores de la economía de los países subdesarrollados que permanecían inactivos o explotados deficientemente por falta de capitales y mercados; por otra, ha dado lugar al surgimiento de una dependencia económica y a la formación de los llamados “enclaves económicos”.1 Estos últimos crean un ambiente propicio para el desarrollo de relaciones de dependencia política entre el país inversor y el receptor. En determinados momentos, si las circunstancias externas e internas se conjugan, las sociedades dependientes pueden intentar un cambio de la situación en su favor, es decir, disminuir la dependencia política a través del control de la dependencia económica. Tal circunstancia es propicia para el surgimiento de algún tipo de conflicto de orden internacional.2

    El estudio del desarrollo de la industria petrolera en México, desde que fue iniciada a principios de siglo hasta su nacionalización, ofrece la oportunidad de examinar de cerca uno de estos procesos. El fenómeno ocurre de la siguiente manera: el esfuerzo de un país dependiente —motivado por cambios en su estructura interna— tiende a disminuir el grado de dependencia económica a través del control de un enclave, pero la acción tiene, tarde o temprano, repercusiones en la esfera internacional, en donde se generan fuerzas que tratan de impedir el cambio en el statu quo. El resultado es un conflicto entre el país hegemónico y el periférico. La circunstancia de que el desarrollo y la expansión de este enclave económico a que nos referimos haya coincidido con el advenimiento de un cambio político y social interno de grandes proporciones —la Revolución mexicana, entre cuyos fines figuró la liquidación de ciertas características coloniales de la economía nacional— hace especialmente interesante el estudio de este caso. Aún más: el hecho de que tras una prolongada lucha en contra de fuerzas internacionales opuestas, el proceso culminara en la transformación deseada a manos del nuevo grupo dominante, presta mayor interés al estudio de la mecánica del surgimiento, desarrollo y terminación de lo que puede considerarse un caso típico de dependencia económica y política en la primera mitad del siglo XX. No se pretende hacer generalizaciones de los resultados del presente estudio. No obstante, sin perder de vista que cada situación es única y cualitativamente diferente, este examen, en unión de otros similares, puede servir para comprender mejor el carácter de las relaciones entre países industriales y naciones subdesarrolladas, carácter surgido de la inversión internacional de capitales durante la primera mitad de este siglo.

    A diferencia de otras revoluciones modernas, la Revolución mexicana fue, por lo que a sus banderas ideológicas se refiere, incoherente y desorganizada. Se trató de una rebelión, sin plan previo, en contra de la explotación que ejercían los terratenientes, la burocracia, los capitalistas extranjeros y una cierta recuperación del papel político de la Iglesia. Poco a poco la dirección del movimiento fue consolidándose en manos de las clases medias que habían surgido durante el Porfiriato. Dichos estratos intentaban sustituir el sistema de dominación en esta época —del que se encontraban excluidos— por otro, bajo su dirección y con cierta participación de los sectores populares. Los nuevos líderes se propusieron como meta general acelerar la transición del país de una economía rural anacrónica a una economía capitalista moderna, aunque sin seguir por completo el camino tradicionalmente recorrido por los países industriales de Occidente. A pesar de la vaguedad de las metas de la Revolución mexicana, es indudable que entre ellas destacó, además de la democracia política y una mejor distribución de la riqueza, la subordinación de los intereses extranjeros a los nacionales.3 Estos tres puntos básicos del nuevo programa corrieron muy diversa suerte. Por lo que hace al último, todavía hoy es objeto de enconado debate: la dependencia económica de México, ¿disminuyó, aumentó o permaneció invariable a raíz de la revolución? Cualquiera que sea la respuesta —y hay elementos para apoyar cada uno de esos puntos de vista— no cabe duda de que los nuevos grupos dirigentes se enfrentaron abiertamente al problema de la enorme dependencia económica creada por el Antiguo Régimen. Su poder no quedaría consolidado si no lograban someter su dirección al sector más moderno y dinámico de la economía mexicana. A diferencia del Antiguo Régimen, los nuevos grupos dominantes se propusieron impedir, de una manera u otra, que el desarrollo del país continuará fundamentándose en los capitales angloestadunidenses. Los grupos populares recién movilizados por la lucha civil estuvieron de acuerdo con este objetivo: la piedra angular del desarrollo debía ser el capital nacional. La estrategia de esta política —no siempre seguida con igual firmeza por todas las administraciones, principalmente porque las condiciones del medio ambiente internacional eran adversas— consistió en intentar el control directo o indirecto de los principales sectores económicos ya dominados por los intereses foráneos, e impedir que tal dominio pudiera reaparecer en las nuevas actividades.

    La reforma del estatus jurídico de la industria petrolera fue el arma más importante entre las elegidas por los gobiernos surgidos de la revolución para desafiar el dominio de la inversión extranjera directa. Las corrientes nacionalistas y los nuevos intereses a que dio paso la caída del antiguo orden fueron exigiendo que el capital proveniente del exterior dejara sus lucrativos campos a los elementos nacionales, para que quedara únicamente como una fuente de recursos complementaria a la inversión interna, se mantuviera fuera de los sectores económicos estratégicos y, en fin, permaneciera subordinado a los requerimientos del interés público, según había sido definido por los nuevos grupos en el poder. Los nuevos conceptos en torno al interés nacional ya no permitían que el motor de nuestro desarrollo económico fuesen el capital y la tecnología de la inversión externa directa. En la industria petrolera —de cuya gran prosperidad evidentemente no eran copartícipes ni el Estado ni los nuevos sectores dominantes— se encontraban ausentes estos elementos que formaban la nueva concepción del papel del capital foráneo. No era, desde luego, la industria petrolera la única que se encontraba en esta posición; en la minería se daban idénticas circunstancias; pero la concentración del control en este campo, su carácter de industria nueva con grandes perspectivas, el hecho de que explotaba un recurso natural que aparentemente se agotaría más rápido que los metales, y el gran desarrollo que experimentó en la segunda década del siglo, llevaron a que la atención pública se centrara en ella más que en ninguna otra actividad. Casi desde el principio, las empresas petroleras se convirtieron en los villanos de una trama internacional encaminada a despojar a México de lo que por momentos se consideró su mayor riqueza natural. Por ello, los gobiernos revolucionarios, desde la gestión de Venustiano Carranza hasta la de Lázaro Cárdenas, se vieron comprometidos de tal manera en este problema que llamaremos la reforma petrolera, que el concepto de propiedad definido por la nueva Constitución de 1917 (y en gran medida todo el programa de reformas al sistema económico y político) identificó como solución. De sus resultados dependió la posibilidad de recrear o no un sistema económico cuyos hilos conductores quedaran fundamentalmente en manos de los nuevos grupos hegemónicos.

    LÍMITES DE LA INVESTIGACIÓN


    Este trabajo se aboca únicamente al examen de la controversia que suscitó la cuestión petrolera entre los gobiernos de México y Estados Unidos. Por consiguiente, sólo se examina muy someramente el papel que en este problema desempeñaron los grupos europeos. Dado el carácter político del estudio, los aspectos económicos son tratados en la medida en que constituyen un elemento útil para aumentar la comprensión del asunto principal. Aunque la participación de intereses extranjeros en la explotación del petróleo mexicano no se agota por completo en 1942, se consideró que la firma de los acuerdos de ese año (para indemnizar a las empresas estadunidenses nacionalizadas en 1938) pondría punto final a la “cuestión petrolera” entre México y Estados Unidos abierta por la Constitución de 1917.

    FUENTES


    La literatura en torno al problema petrolero mexicano es extensa. La calidad de una gran parte de ella deja mucho que desear; quizá porque su propósito original ha sido más de carácter propagandístico que de análisis objetivo de los acontecimientos. En buena medida por este hecho, y además porque no obstante el gran número de obras que examinaron el problema petrolero —pocas habían usado los ricos materiales depositados en los archivos mexicanos y estadunidenses— decidimos que valía la pena emprender una nueva exploración en un campo aparentemente trillado. Confiamos en que los resultados nos hayan dado la razón en este punto. Las fuentes secundarias examinadas están constituidas en su mayoría por trabajos de autores mexicanos y estadunidenses, sólo excepcionalmente encontrará el lector obras europeas. Aparentemente, la pérdida de influencia política por parte de Europa en los asuntos mexicanos ha llevado aparejado un desinterés relativo de los scholars del Viejo Continente en esta área, todo ello a pesar de que los intereses materiales europeos en el problema petrolero fueron considerables.

    Las fuentes primarias impresas empleadas en este trabajo están compuestas principalmente por la prensa mexicana y estadunidense, además de folletos editados en ambos países. La prensa europea dedicó cierto espacio al análisis de los asuntos petroleros mexicanos en tiempos de crisis; pero según hemos podido constatar, sus reportes no añadían suficientes elementos nuevos como para exigir un estudio exhaustivo de esa fuente. En lo que se refiere a la prensa mexicana, los principales periódicos consultados fueron El Universal, Excélsior y El Nacional, además de otros diarios, como El Demócrata, que aparecieron durante algún momento del periodo que abarca este estudio; sólo excepcionalmente se examinaron diarios de provincia. Los periódicos estadunidenses consultados fueron varios, en especial The New York Times y The Wall Street Journal, por considerárseles particularmente importantes; The Nation fue examinado con atención para ciertas épocas, ya que si bien su importancia fue mucho menor, presentó sistemáticamente un punto de vista favorable a la posición mexicana frente a la del gobierno de Estados Unidos, las compañías petroleras y la gran prensa. Entre las publicaciones periódicas y folletos mexicanos destaca el Boletín del Petróleo, editado por la Secretaría de Industria, Comercio y Trabajo a partir de 1916, y que publicó hasta 1933, junto con artículos técnicos, otros muy importantes de carácter político, jurídico o económico sobre la materia. Las compañías petroleras, especialmente la Standard Oil Company of New Jersey, publicaron una larga serie de folletos, sobre todo en los momentos de crisis, los cuales resultan muy útiles para conocer su posición frente al gran número de problemas surgidos entre las empresas y el gobierno mexicano.

    Las fuentes primarias no impresas que se consultaron fueron documentos del Archivo de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México, de los Archivos Nacionales de Washington y de la División de Manuscritos de la Biblioteca del Congreso, de Washington. También se utilizaron ocasionalmente algunos documentos del Archivo General de la Nación y de la correspondencia diplomática hispano-mexicana. En este punto, debemos admitir que si bien creemos que nuestro trabajo se apoya en las colecciones más importantes de material primario, no incluyó a todas. Los archivos británicos, así como los papeles de algunos de los actores relevantes en el drama aún están por ser investigados. Consideramos que la omisión de tales materiales no entraña la existencia de algún vacío importante en la obra. Sin embargo, cuando estos archivos vayan siendo explorados, sin duda se podrá enriquecer el estudio del tema que nos ocupa. Conviene hacer notar que desde luego la documentación proveniente de los archivos estadunidenses es la más rica y completa: se trata, principalmente, de los papeles del Departamento de Estado referentes al problema petrolero, los cuales se conservan en los Archivos Nacionales de Washington con la clasificación 812/6363; si bien este material es el más importante, también encontramos una buena cantidad de documentos —relevantes para nuestro tema— en otras clasificaciones, tales como las referentes a movimientos revolucionarios y asuntos laborales y económicos, etc. Los archivos de Josephus Daniels, exembajador de Estados Unidos en México, que se encuentran en la División de Manuscritos de la Biblioteca del Congreso de Estados Unidos,4 constituyen un complemento interesante en el momento culminante del problema. Desde luego, estos voluminosos archivos son evidentemente de menor interés que los del Departamento de Estado. En la primera parte del trabajo también se incorporaron datos de algunos documentos pertenecientes a los archivos del presidente Woodrow Wilson, los cuales se conservan en la misma División de Manuscritos. Los archivos de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México, como ya observamos, no son tan ricos ni se encuentran tan bien organizados como su contraparte en Estados Unidos; pero tienen materiales muy interesantes que complementan la información más organizada y numerosa de los archivos estadunidenses. Los documentos provenientes de los archivos mexicanos incluidos en este estudio se refieren, casi exclusivamente, a los clasificados bajo rubros relacionados con el petróleo; pero, es casi seguro que aún quedan ciertos materiales relevantes para nuestro tema archivados con otras clasificaciones; no obstante, nuestros límites de tiempo nos impidieron intentar su consulta, pues las deficiencias en la clasificación y la falta de índices hacen que su revisión sea particularmente laboriosa.
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I. EL DESARROLLO DE LA INDUSTRIA PETROLERA EN MÉXICO

    CONVENCIONALMENTE se ha aceptado que la historia de la moderna industria del petróleo se inició cierto día de agosto de 1859 en Estados Unidos, cuando se perfora el célebre pozo de Pennsylvania. Sin embargo, habría que esperar a que transcurriera algún tiempo antes de que esta actividad empezara a adquirir las características y proporciones que ahora conocemos. De una modesta actividad pasó a ser el pivote de grandes fortunas y conglomerados al inventarse el motor de combustión interna. Con ello, este combustible, conocido desde épocas remotas, de ser simple iluminante y medicamento se convirtió en una de las principales fuentes de energía del mundo actual: el auge del petróleo se inició con la utilización masiva del automóvil en las sociedades industriales, y su fabricación en serie habría de coincidir —entre otras cosas— con los inicios de la Revolución mexicana.

    Los primeros intentos de exploración industrial de las chapopoteras mexicanas datan de 1863; pero sólo dos décadas más tarde estas tentativas adquirieron un carácter más serio. Para entonces, estadunidenses e ingleses se encontraban al frente de la empresa.

    La aparición de los primeros exploradores estadunidenses que vinieron en busca de petróleo se explica por varias razones: en primer lugar, porque la demanda del combustible era ya importante, sobre todo en los países industriales; en segundo término, porque México constituía la prolongación natural de los campos petroleros texanos; y, por último, porque al finalizar el siglo XIX, Estados Unidos era definitivamente un país exportador de capitales1 y México un vecino bien dispuesto a recibirlos. Durante el periodo en que el petróleo mexicano fue dominado por el capital externo —es decir, de finales del siglo XIX hasta 1938— Estados Unidos produjo las dos terceras partes del combustible extraído en todo el mundo; pero su demanda interna, en general, fue cubierta por su propia producción. En este sentido, el petróleo mexicano no le era esencial; pero dado el carácter mundial de los mercados abastecidos por la industria petrolera estadunidense, la producción de México y de otras regiones era necesaria si se quería satisfacer una demanda mundial siempre en aumento.2

    La primera empresa petrolera que se estableció en México fue la Waters Pierce Oil Co., subsidiaria de la Standard Oil, y fundada en 1887. Esta empresa no tenía el propósito de explotar los depósitos mexicanos, sino de importar petróleo de Estados Unidos y refinarlo en Tampico para satisfacer la demanda local, principalmente de los ferrocarriles. Hasta 1906, fue la única empresa que contó con una refinería.

    La organización formada en 1901 por el estadunidense Edward L. Doheny inició la producción de petróleo en México.3 El presidente Díaz vio con simpatía estos primeros esfuerzos que prometían erradicar del país el uso del carbón —que de 1900 a 1910 representó entre 2.2 y 3.7% de las importaciones totales—4 como principal fuente de energía, tanto para los ferrocarriles como para las industrias minera y eléctrica. Su gobierno echó mano de las diversas exenciones fiscales para alentar la naciente industria petrolera.5 Estas concesiones consistieron en otorgar a los petroleros el derecho de importar, libre de impuestos, toda la maquinaria necesaria para la empresa y una exención sobre todos los impuestos internos —excepto el del timbre— por 10 años.

    Desde sus comienzos, la actividad petrolera estuvo dominada por los intereses estadunidenses e ingleses.6 Las empresas formadas por Doheny, estadunidense, y Weetman Pearson, inglés, darían paso en los años veinte a la Standard Oil Co. of New Jersey, y a la Royal Dutch-Shell (Royal Dutch Petroleum Co. y Shell Transport and Trading Co., Ltd.).

    El progreso fue rápido: en 1901 brotaba el primer pozo de valor comercial; en 1908 era fácil percibir los signos de un inminente auge; en 1910 el éxito estaba asegurado: Doheny descubrió el campo de El Ébano y Pearson los de Campoacán y San Cristóbal. Las fotografías del pozo fuera de control, que lanzaba al aire 100 000 barriles diarios de petróleo, circularon por todo el mundo difundiendo la noticia de una enorme riqueza en el subsuelo mexicano. Los productores aumentaban la extracción a velocidad acelerada, con Pearson a la cabeza.7 Las compañías formaron sus flotas de buques-tanque (algunos de los cuales se encontraban entre los mejores del mundo) y empezaron a establecer agencias distribuidoras en el exterior. Se preveía un futuro brillante: sólo Doheny calculaba las reservas de sus campos en cinco mil millones de barriles.8

    Los principales consorcios petroleros del mundo volvieron sus ojos hacia México.9 En 1913 y 1916, la Standard Oil intentó adquirir El Águila y sus filiales. Pearson rehusó la oferta y en cambio trató de persuadir al gobierno inglés de la conveniencia de formar una asociación entre ambos; pero la administración británica no se interesó en el plan: el presidente Wilson hubiera vetado semejante arreglo. Sin embargo, tanto la Gran Bretaña como Henry Detering, que dominaba la Shell, parecían poco dispuestos a que los estadunidenses monopolizaran el combustible de México, y en 1919, con el beneplácito de su majestad británica, Detering adquirió para su compañía los intereses de Pearson, ya entonces lord Cowdray.10 La absorción de los intereses de Doheny por las grandes empresas tardó un poco más; pero en 1925, el grupo de la Pan American Petroleum and Transport Co. of Delaware, que él dominaba, fue traspasado a la Standard Oil de Indiana, que, a su vez, lo transfirió a la Standard Oil de New Jersey.11

    EL DOMINIO EXTERNO SOBRE LA PRODUCCIÓN PETROLERA


    Desde un principio, los grandes depósitos petrolíferos del mundo fueron dominados por un puñado de compañías gigantescas (hasta cierto punto la situación dentro de Estados Unidos fue una excepción a este tipo de acciones, en parte como consecuencia de la legislación contra los monopolios). La franca lucha que surgió entre la Standard Oil (N. J.), la Royal Shell y otras compañías de menor importancia, fue seguida más tarde por una serie de acuerdos para estabilizar precios y delimitar zonas de influencias.12 Desde el comienzo, Latinoamérica fue la esfera natural de operaciones de las compañías estadunidenses, en tanto que el Cercano Oriente lo fue de las inglesas.13 Sin embargo, los intereses de estas últimas continuaron siendo importantes en México hasta el último momento y, tras el descubrimiento de los yacimientos de Poza Rica en la década de los años treinta, igualaron y aun sobrepasaron a los estadunidenses, aunque sólo por un corto periodo.14 Con anterioridad a 1920, el país fue exclusivamente el único campo extranjero que interesó a los petroleros estadunidenses.15 Por ello, al finalizar la segunda década del siglo, prácticamente todas las empresas petroleras estadunidenses importantes habían hecho inversiones en el territorio mexicano. Ésta fue casi la única actividad a través de la cual se dejaron sentir en México los efectos de la exportación de capitales estadunidenses desde el fin de la Gran Guerra hasta la Gran Depresión. En los otros campos económicos, los disturbios civiles y las actitudes nacionalistas, alejaron a los inversores potenciales.

    A raíz de la cesión de los derechos de Doheny y Pearson, las principales compañías petroleras que operaron en México se convirtieron en subsidiarias de otras que operaban a escala mundial.16 Los grupos de mayor importancia fueron: el de la Royal Dutch-Shell, el de la Standard Oil (N. J.), el de la Gulf Oil Corporation, el de la Sinclair Oil Co., el de la City Services y el de la Warner-Quinla. De menor consideración fueron los intereses de las compañías Continental Oil, Union Oil, South Penn, Mexican Seabord y Waters-Pierce Oil. El conjunto de estas empresas produjo más de 90% del petróleo extraído entre 1901 y 1938; la producción de las restantes fue insignificante.17 Estas últimas eran pequeñas empresas independientes, propiedad de extranjeros y mexicanos, cuyo número llegó a ser de varios centenares.18 Muchas de ellas nunca llegaron a producir, y las que tuvieron éxito en sus perforaciones cayeron enteramente bajo la dependencia de las grandes empresas para el transporte, elaboración y distribución del combustible. En ocasiones su desaparición fue también obra de los grandes consorcios.19 El capital mexicano, que sólo se hizo presente en la industria petrolera a través de estas empresas independientes, osciló, desde los inicios de la industria hasta su nacionalización, entre 1 y 3% del total. Esta insignificante proporción permite afirmar que virtualmente nunca hubo participación de capital nacional en la industria petrolera.20
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      (+) Pesos oro (-) No se encontraron datos de la fuente consultada.

      FUENTE: Informe del cónsul en Tampico al Departamento de Estado del 15 de diciembre de 1927, NAW, 812.6363/2462.

    

    El vínculo inicial de la industria petrolera con la actividad económica interna se debilitó muy pronto. En poco tiempo se convirtió en una actividad destinada a satisfacer primordialmente las necesidades de los mercados externos. No sería sino hasta los años treinta cuando el mercado interno tendría cierta importancia, en parte porque la producción había disminuido. Mientras tanto, sólo a través del pago de impuestos, salarios y rentas —cuya importancia se examinará más adelante— se relacionaba con la economía nacional, una economía preponderantemente agraria. Estos derrames salariales e impositivos, representaron una parte relativamente reducida del valor total de la producción. Sin embargo, los impuestos fueron durante cierto tiempo muy importantes dentro del conjunto de los ingresos fiscales.

    Los débiles nexos entre la inversión petrolera y la economía nacional fueron resultado de la combinación de tres factores: en primer lugar, el descubrimiento de los grandes depósitos de la costa del Golfo, que ofrecían excepcionales facilidades naturales para la exportación por su cercanía a los puertos de embarque; en segundo, el aumento de la demanda mundial; y, finalmente, la escasa demanda interna, propia de una economía subdesarrollada. Durante la revolución, este estado de cosas —aparte del aislamiento físico de las regiones de explotación— permitió al sector petrolero un ritmo acelerado de expansión, mientras las empresas extranjeras, dedicadas a la minería, los ferrocarriles y la agricultura, se veían obligadas a disminuir o suspender temporal o definitivamente sus actividades.

    Los minerales habían sido tradicionalmente el renglón principal de las exportaciones mexicanas. La explotación petrolera sólo acentuó este hecho.21 En su momento de mayor auge, el petróleo mexicano se exportó a 27 países. Se embarcaba principalmente con destino a los puertos estadunidenses y europeos —sobre todo ingleses— y sólo una pequeña parte se dirigía a otras regiones del orbe. En cierta medida, los puertos estadunidenses fueron únicamente el destino temporal del combustible mexicano, el cual era enseguida reexportado a Europa.22 Hasta 1922, el grueso de las importaciones de petróleo hechas por Estados Unidos provinieron de los campos mexicanos, mas a partir de esa fecha el aumento de las importaciones procedentes de Venezuela, Perú y Colombia, combinado con la baja en la producción nacional, determinó que el producto mexicano perdiera la importancia que había tenido en los mercados extranjeros.23 Esta situación se mantuvo después de la nacionalización de 1938. En el cuadro 1 se consignan cifras ilustrativas de la evolución de la producción petrolera y su distribución entre exportaciones y consumo interno.

    Como señalamos antes, cuando la producción disminuyó, el consumo interno cobró una importancia relativa, especialmente al iniciarse la cuarta década de este siglo, cuando el petróleo suministró alrededor de 65% de la energía consumida en el país.24 El aumento de la proporción destinada al consumo interno fue resultado de la baja de producción en términos absolutos y, en los años que siguieron a la Gran Depresión, por el aumento de la demanda local originada por la incipiente industrialización, la cual, a su vez fue resultado de la sustitución de importaciones a que obligó una menor entrada de divisas.25

    La nueva situación propició los intentos frustrados del gobierno del presidente Abelardo Rodríguez, encaminados a fomentar la creación de empresas petroleras nacionales.26 Se creyó que atenderían mejor las necesidades del mercado interno, pues el ritmo de las exploraciones era lento y, encontrándose la actividad de la industria petrolera orientada hacia el exterior, algunas regiones alejadas de los centros productores, sobre todo en la costa occidental, tenían que cubrir sus necesidades de combustible con importaciones.27 A partir de la expropiación de 1938, el destino de la producción petrolera cambió radicalmente: la industria se dedicó principalmente al abastecimiento de las necesidades del país, no sólo por la pérdida de los mercados extranjeros, sino fundamentalmente por el incremento del consumo interno que trajo consigo la aceleración del ritmo de industrialización promovido por la segunda Guerra Mundial. Después del conflicto, el consumo interno habría de absorber más de 90% de la producción total.28

    EL DESARROLLO DE LA INDUSTRIA PETROLERA


    Entre 1901 y 1938 se pueden observar cuatro etapas del desarrollo de la industria petrolera. La primera coincide con los últimos años del Porfiriato y va de 1901 a 1910, periodo durante el cual la producción es relativamente baja y modesto su ritmo de crecimiento. La segunda fase puede situarse entre 1911 y 1921, esta es la época dorada de la industria petrolera (nunca se volverían a alcanzar los niveles de 1921); la producción de los campos mexicanos únicamente fue superada entonces por la de Estados Unidos. En el tercer periodo, que transcurre de 1922 a 1932, la producción sufre un descenso radical e ininterrumpido. El último lapso comprende los años que corren de 1933 a 1938, en que la producción experimentó una ligera pero constante mejoría (cuadro 1).
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      FUENTE: Cifras de producción: Miguel Manterola, La industria del petróleo en México, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, México, 1938, p. 97. Cifras de exportaciones y consumo interno: Boletín del Petróleo, vols. I, XXIV, XXXI y XXXV; Gustavo Ortega, Los recursos petrolíferos mexicanos y su actual explotación, Talleres Gráficos de la Nación, México, 1925, p. 43; Merrill Rippy, “El petróleo y la Revolución mexicana”, Problemas Agrícolas e Industriales de México, vol. VI, núm. 3, julio-septiembre de 1954, p. 93; Gobierno de México, El petróleo de México, recopilación de documentos oficiales de orden económico de la industria petrolera, con una introducción que resume sus motivos y consecuencias, p. 94.

    

    En el periodo inicial, Doheny y Pearson descubrieron los primeros campos en la zona del Golfo y perforaron los primeros pozos de valor comercial. En un principio, esta modesta producción tuvo un mercado restringido (por entonces sólo se pretendió satisfacer la demanda local); pero el problema desapareció al abrirse el mercado internacional a las empresas que operaban en México. Al finalizar este lapso, entre 1909 y 1910, algunos de los primeros pozos en explotación fueron invadidos por el agua salada y en consecuencia la producción disminuyó temporalmente; pero en las postrimerías de 1910 y durante los 11 años siguientes se descubrieron las nuevas zonas que permitirían el rápido incremento de la producción.29 Al concluir esta época, la participación británica en la industria equivalía a 61.5% de la inversión, mientras que la estadunidense alcanzó sólo 38.5 por ciento.

    El hallazgo de los nuevos yacimientos coincidió con el comienzo de la fabricación en serie del automóvil y con la Gran Guerra. El aumento de las reservas mexicanas, combinado con el de la demanda, dio origen a la bonanza por la que atravesó la industria petrolera mexicana entre 1911 y 1921. Al final de la contienda europea, los campos mexicanos aportaban 15.4% de la producción mundial, porcentaje que se elevó a 25.2% en su momento más favorable, 1921, cuando el boom inicial de Texas desaparecía y el Medio Oriente aún no era explotado a fondo.30 Si la producción era impresionante, los cálculos que entonces se hacían de las reservas realzaban aún más la importancia de la industria petrolera mexicana, en una época en que se temía una escasez mundial de hidrocarburos.31 En 1917, cuando se iniciaba la explotación petrolera en Venezuela, se calculaba que México podría producir un millón de barriles diarios en los 40 años siguientes. El único obstáculo que se veía entonces era la falta de transportes.32 La embajada española, interesada en las posibilidades de los campos mexicanos, y tras conocer las opiniones de los expertos, informó a Madrid que México iba en camino de convertirse en el primer productor mundial de hidrocarburos.33 Doheny vaticinaba que la producción continuaría en aumento durante 30 años más. Se llegó a pensar que sin los campos mexicanos sobrevendría una escasez mundial de petróleo.34 Pero en 1921, cuando la producción alcanzaba su nivel máximo, empezaron a expresarse dudas sobre el brillante futuro que se había augurado. En opinión de algunos expertos, en uno o dos años más se agotarían los depósitos en explotación sin que se hubieran descubierto aún nuevos campos para sustituirlos.35

    Cuando en Venezuela se descubrieron los yacimientos del lago de Maracaibo, en 1922, la euforia de los círculos petroleros en México comenzó a desaparecer, y poco tiempo después, ante el ritmo sin precedentes del descenso de la producción, cedía el campo a un franco pesimismo. En 1924 la producción mexicana había bajado a 13.7% de la mundial, y para 1930 esta proporción se había reducido a 3%, debido no solamente a la disminución de la producción local, sino también al aumento de la extracción de petróleo en otras zonas del globo. En esta época los intereses estadunidenses dominaron el panorama (cuadro 2). No solamente llegaron a controlar más de la mitad de la inversión, sino que en 1921 controlaban 77% de la producción petrolera y 80% de las reservas totales.36

    Las causas de este descenso vertical de la producción fueron políticas y económicas. Las compañías petroleras y ciertos círculos oficiales de México atribuyeron el fenómeno a motivos de orden político, aunque por razones diversas. Las compañías y sus voceros afirmaban que la hostilidad mostrada hacia ellas por los gobiernos revolucionarios, a partir de 1912, había sido causa de que una industria tan floreciente hubiera declinado radicalmente, aunque no explicaron por qué la industria tuvo su época de mayor prosperidad durante el gobierno de Carranza, que fue hostil a los intereses petroleros.37 El gobierno mexicano y ciertos autores que simpatizaban con su posición también atribuyeron un origen político a la crisis. La baja, según su punto de vista, obedeció al deseo de las compañías de presionar al gobierno mediante la disminución de los impuestos pagados y la creación de desempleo: esperaban así obligar a México a cambiar su legislación constitucional de acuerdo con sus intereses. La sobreproducción mundial, decían, facilitaba este deliberado descenso de la extracción.38

    
      [image: ]
      FUENTE: Cleona Lewis, America’s Stake in International Investments, by… and Karl T. Schlotterbeck, The Brookings Institution, Washington, D. C., 1938, pp. 606 y 558; Gastón García Cantú, El pensamiento de la reacción mexicana. Historia documental, 1810-1962, Empresas Editoriales, México, 1965, p. 931; Edgar Turlington, en Arthur P. Whitaker (ed.), Mexico Today, The American Academy of Political and Social Sciences, Filadelfia, 1940, pp. 104-106; Frank Brandenburg, The Making of Modern Mexico, Prentice-Hall, New Jersey, 1964, p. 206; Frank Tannenbaum, Mexico, The Struggle for Peace and Bread, Alfred A. Knopf, Nueva York, 1956, p. 231; C. Thomme Calle, The Mexican Venture, from Political to Industrial Revolution in Mexico, Oxford University Press, Nueva York, 1953, p. 239; Hubert Herring, México: la formación de una nación, Minerva, México, 1943, pp. 79-91; James Neville Tattersall, “The Impact of Foreign Investment on Mexico”, tesis de maestría, University of Washington, 1956, pp. 62, 115-117; Luis Nicolau d’Olwer, “Las inversiones extranjeras”, en Daniel Cosío Villegas, Historia moderna de México. El Porfiriato: La vida económica, Hermes, México, 1965, pp. 1137-1141; Samuel E. Morison y Henry S. Commager, Historia de los Estados Unidos de Norteamérica, vol. III, Fondo de Cultura Económica, México, 1951, p. 20; Josephus Daniels, Shirt-Sleeve Diplomat, The University of North Carolina Press, Chapel Hill, 1947, p. 213; Merrill Rippy, “El petróleo y la Revolución mexicana”, Problemas Agrícolas e Industriales de México, vol. VI, núm. 3, julio-septiembre de 1954, pp. 93-94, 96; William English Walling, The Mexican Question. Mexico and American Relations under Calles and Obregon, Robin Press, Nueva York, 1927, p. 159; Miguel Manterola, La industria del petróleo en México, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, México, 1938, pp. 38-47; Boletín del Petróleo, vols. X, XIV y XXXIII; Max Winkler, Investments of United States in Latin America, World Peace Foundation Pamphlets, Boston, 1929, p. 225; AREM L-E 533, t. 1, leg. 2, f. 195; Leopoldo González Aguayo, La nacionalización en América Latina, s. p. i., México, 1965, p. 297; Antonio J. Bermúdez, “The Mexican National Petroleum Industry: A Case Study in Nationalization”, número especial de The Hispanic American Report, Stanford University Press, California, 1963, p. 27; William S. McCrea, “A Comparative Study of the Mexican Oil Expropriation (1938), and the Iranian Oil Nationalization (1951)”, tesis de doctorado, Georgetown University, Washington, D. C., 1955, p. 43; Upton Close, “La expropiación petrolera y Estados Unidos”, Excélsior, 7 de noviembre de 1938; The New York Times, 23 de marzo de 1923, 10 de diciembre de 1937 y 22 de marzo de 1938; United States Department of Commerce, “Informe del 7 de octubre de 1918”; United States Tariff Commission, Foreign Trade of Latin America, Government Printing Office, Washington, D. C., 1942, p. 174; Jesús Silva Herzog y George Ward Stocking, Mexican Expropriation: The Mexican Oil Problem, Carnegie Endowment for International Peace, Nueva York, 1938, p. 51; Manuel González Ramírez, La revolución social de México, vol. I, Fondo de Cultura Económica, México, 1960, p. 680; Informe del cónsul estadunidense en Tampico, NAW, 812.6363/R221/E0041-0042; Ernesto Lobato López, “El petróleo en la economía”, México: 50 años de revolución. La economía, Fondo de Cultura Económica, México, 1960, p. 323.

      NOTA: Para algunos años existen serias contradicciones en las fuentes consultadas. Según las cifras del cónsul Letcher, citadas por Cleona Lewis, los inversionistas estadunidenses controlaban 58% de la inversión petrolera en 1911, y no 38.5%, como aparece en la quinta columna del cuadro. Los cálculos hechos en 1923 por el cónsul estadunidense en Tampico y por el mexicano en Galveston, indican que la inversión estadunidense en la industria petrolera en ese año oscilaba entre los 500 y 1 000 millones de dólares; aquí se optó por la cifra más conservadora, por ser más congruente con la serie. Para el año siguiente, McCrea calculó esa inversión en poco más del doble de lo señalado en el cuadro, y coincide con los datos proporcionados por el Departamento de Comercio de Estados Unidos para 1919; nuevamente esta cifra es incongruente con el resto de la serie. La cifra del monto de la industria petrolera para 1918 ha sido tomada de la obra de Winkler y pudiera estar un poco inflada. Para 1938, las compañías calcularon que el valor total de sus bienes expropiados alcanzaba la cifra de 450 millones de dólares, por lo que la inversión estadunidense vendría a ser de alrededor de 200 millones de dólares, pero este cálculo incluía el valor del petróleo que permanecía en el subsuelo.

    

    Sin negar del todo la validez de los argumentos de ambas partes, es posible afirmar que no fue en los factores de orden político, sino en los de índole técnica y económica donde principalmente se originó la situación. En primer lugar, conviene considerar que la extraordinaria producción de 1911 a 1921 fue resultado de la explotación intensiva de reservas relativamente modestas.39 En segundo término, la vasta zona denominada “Faja de Oro”, que en 1921 y 1922 fuera la primera región productora del mundo, no pudo ser remplazada cuando el agua salada empezó a invadirla, a pesar de que las compañías llevaron a cabo una activa política de exploración. Así, la producción tuvo que provenir casi exclusivamente de los viejos pozos.40 De hecho, el ritmo de inversión en pozos exploratorios y de producción a partir de 1922, fue el más intenso de toda la historia de la actividad petrolera mexicana. Después de 1926 bajó notablemente la actividad de perforación. Al fracaso de las nuevas exploraciones debe añadirse la depresión en el mercado petrolero mundial como consecuencia del descubrimiento de nuevos e importantes depósitos en Texas, California y Oklahoma, además del aumento de las producciones soviética y venezolana. Según el Minerals Yearbook del U. S. Bureau of Mines, el índice de precios al mayoreo del petróleo y sus derivados bajó 28% entre 1926 y 1927, y más de 60% entre 1926 y 1930. Esta caída en los precios llevó a las empresas petroleras a concentrar su atención en Venezuela, donde los costos de producción eran más bajos que en México.

    A partir de 1922, las compañías también dejaron de hacer nuevas inversiones de capital fijo en México, y concentraron sus inversiones en Venezuela, algunas de las empresas medianas abandonaron definitivamente el país.41 Se cerraron refinerías y terminales, se retiraron oleoductos y se despidió a más de la mitad de los trabajadores; en algunos casos, como el de la Huasteca, se llegó a importar por un tiempo petróleo crudo de Venezuela. Únicamente el petróleo pesado de la región del Pánuco —rico en asfalto— siguió contando con una demanda importante en Estados Unidos.42 A la vez que en algunos círculos petroleros estadunidenses, los menos, se continuaba pensando en el “potencial ilimitado” de los campos mexicanos; en otros casos se daba por sentada su bancarrota definitiva.43

    La baja de las exportaciones petroleras mexicanas, aunada a la situación provocada por la caída general de las exportaciones a Estados Unidos a causa de la Gran Depresión, dio pie a las compañías para pedir al gobierno mexicano un serio reajuste de su política impositiva. Sólo una disminución de los impuestos podría detener las pérdidas que, según ellas, estaban sufriendo, y revivir tan importante actividad; de otra manera no se podría hacer frente al menor costo del petróleo venezolano. De cualquier forma, aseguraban, los viejos tiempos no volverían; pero sí una mediana prosperidad.44 También sugirieron reformas legales, laborales, etc., de las que dependía, a su juicio, que las empresas no se vieran obligadas a abandonar el país.45 Estos argumentos hicieron mella en el gobierno mexicano, el cual redujo los impuestos a la producción petrolera aunque no en la medida deseada por las compañías.

    Fue el descubrimiento y explotación de los depósitos de Poza Rica por El Águila, en 1933, lo que finalmente detuvo el descenso de la producción mexicana, y la hizo entrar en un periodo de relativa recuperación.46 De todas formas, esta cuarta y última etapa se mantuvo alejada de los niveles alcanzados con anterioridad a 1922. Exceptuando los campos de Poza Rica y El Plan, todos los yacimientos conocidos estaban en vías de agotamiento, sin que las compañías hubieran mostrado interés por emprender trabajos exploratorios de gran envergadura, a pesar de que se había vuelto a sostener que México aún poseía importantes reservas de combustible. En 1933, las propias compañías señalaron que en el norte de México, en Tampico, en el Istmo y en otras regiones existían importantes depósitos sin explotar; que, sin embargo, los bajos precios, las restricciones arancelarias estadunidenses, los impuestos mexicanos y la incertidumbre sobre sus derechos de propiedad, desalentaban su explotación.47 (Conviene recordar la falta de interés de las compañías en desarrollar nuevos campos al examinar las causas que condujeron a la expropiación de 1938.) En esta última etapa, la preponderancia de los intereses ingleses resurgió. Los nuevos campos fueron controlados por ellos. Aún en 1935, las empresas británicas controlaban 54% de la producción total, al año siguiente 71% de la obtención de crudo y 64% de las reservas probadas estaba en sus manos.48 Es decir, después de 1934 y hasta la nacionalización, los estadunidenses perdieron su primer lugar como productores.

    LA INVERSIÓN


    No hay información disponible que permita conocer con exactitud el monto que alcanzaron las inversiones estadunidenses en la industria petrolera de México entre 1901 y 1938. El propio gobierno mexicano admitió, en ocasiones, no disponer de estos datos tan importantes para establecer su política en esa área.49 Por lo tanto, es necesario, recurrir a muy diversas fuentes —que en más de una ocasión consignan datos contradictorios— para formar un cuadro que permita apreciar su evolución. Si bien una estadística así elaborada está sujeta a un margen de error muy grande, las tendencias generales que revela pueden ser útiles para tratar de analizar el comportamiento de las inversiones en petróleo.

    En 1911, 80% de las inversiones estadunidenses e inglesas en México se concentraban en la industria minera y en los ferrocarriles;50 en el sector del petróleo se localizaba únicamente 2.5% de éstas, dominadas en alto grado por los grupos de Doheny y Pearson.51 Al poco tiempo, la combinación de una demanda siempre en aumento y la enorme producción de los pozos brotantes, convirtieron a la inversión petrolera en la más dinámica en el país. Importantes sectores económicos de las naciones industriales sustituyeron el carbón por el petróleo y la electricidad; después de 1910, no existió ya problema alguno de mercado para la producción petrolera, sobre todo una vez iniciadas las hostilidades en Europa. En esta época, 60% de la inversión estadunidense en el petróleo extranjero se encontraba en México; años después, cuando se inició el descenso en la producción, las empresas estadunidenses empezaron a reinvertir sus utilidades fuera del país. Por ello, aun antes de la Gran Depresión de 1929, los petroleros habían reducido su inversión real en México. En 1924, los intereses estadunidenses en el país representaban 24% de la inversión que ese país tenía ocupada en el petróleo extranjero, y durante la década siguiente el porcentaje se mantuvo prácticamente sin variación.52 Esta disminución de la inversión petrolera coincidió con un fenómeno más amplio: el capital extranjero empezó a perder su gran importancia en relación con el nacional en todas las ramas de la actividad productiva de México.

    Cuando las compañías extranjeras operaban en México, las utilidades de la industria petrolera fueron de las más altas obtenidas en el país y, posiblemente, en el mundo.53 Se calcula que los intereses petroleros hicieron en México, entre 1900 y 1937, una inversión real de 100 millones de dólares aproximadamente. Esta inversión original y las sucesivas reinversiones permitieron exportar, por concepto de utilidades, descontada la reinversión, entre mil y 5 000 millones de dólares de 1901 a 1938, según diversos cálculos.54 De acuerdo con una información proporcionada por Ramón Beteta Quintana, subsecretario de Relaciones Exteriores en el cardenismo (1936-1940), al embajador estadunidense, Josephus Daniels, los 10 primeros años de operación bastaron a las compañías para amortizar el capital invertido; el resto fue utilidad neta.55

    Las utilidades experimentaron las mismas variaciones cíclicas que la producción. En promedio, los dividendos obtenidos entre 1910 y 1915 fluctuaron en alrededor de 8% del capital invertido; conforme prosperó la industria, el porcentaje se elevó: para 1916 fue de 16%; al año siguiente llegó a 20%; en 1918 a 25%; en 1919 a 45%; y en los años de 1920 y 1921, los dividendos repartidos oscilaron —una vez cubiertos los gastos y separadas importantes sumas en calidad de reservas y fondo de amortización— entre 45 y 60%.56 Examinando el caso particular de El Águila, la compañía más importante, se descubre que los promedios antecitados fueron ampliamente superados. Esta compañía empezó a operar con éxito a partir de 1911, y a repartir dividendos desde 1914. En 1918 pagó dividendos de 25%, después de haber hecho una reserva de 100%; en 1920, con una utilidad de 28 millones de dólares, pagó un dividendo de 60% a las acciones preferentes y de 20.6% y 18% a las comunes.57

    A partir de 1922 disminuyó la rentabilidad de la inversión petrolera, sin que por ello dejara de ser altamente redituable. En 1926, la Standard (N. J.) y la Shell informaron haber sufrido pérdidas en sus operaciones en México y desde esa fecha hasta 1936 sólo admitieron la obtención de un modesto beneficio-promedio de 4.25%.58 Sin embargo, ciertos estudios sobre el particular —realizados por expertos mexicanos— señalan que en los años de 1930 a 1938 los beneficios de esta inversión fueron de 16.81%, y aun superiores.59

    LA INDUSTRIA PETROLERA Y LA ECONOMÍA NACIONAL


    Según señalan los profesores Mikesell y North, del examen de la inversión privada directa de capitales extranjeros durante las primeras décadas de este siglo, es posible concluir que aquellas que se concentraron en la producción de materias primas destinadas a la exportación fueron, en general, de poca utilidad para las economías de los países subdesarrollados en que operaban. Esto se debió a que no condujeron o fueron acompañadas de un desarrollo significativo de otros sectores de la economía del país receptor de capital o de la creación de obras de infraestructura.60 No hay nada que nos lleve a suponer que en México la industria petrolera se haya sustraído a esta regla general. No existe el material estadístico suficiente para permitir examinar en forma adecuada el impacto de la industria petrolera en la economía mexicana.61 Puede suponerse que hubo una contribución indirecta de la industria petrolera al crecimiento de otros sectores de la economía en la medida en que los ingresos derivados de sus exportaciones fueron empleados en proyectos de desarrollo. Llegar a medir esta contribución es una tarea muy complicada y rebasa los marcos de este estudio. Sin embargo, como los grandes proyectos gubernamentales en México no se iniciaron sino hasta finales de la década de los treinta, es posible argüir que los recursos generados por la exportación de petróleo desde principios del siglo y hasta mediados de la tercera década no fueron destinados a gastos de desarrollo. Esto, desde luego, no es atribuible a la política de las empresas petroleras, sino a los gobiernos nacionales de la época. De cualquier modo, la contribución de la actividad petrolera al progreso económico del país no parece haber correspondido a la magnitud de sus ingresos. Como puede observarse en el cuadro 3, el reducido grupo de grandes empresas extranjeras que controlaba la extracción de petróleo llegó a tener una participación apreciable —más de 6%— en el producto nacional bruto a principios de la década de los años veinte. No debe subestimarse la aportación de la actividad petrolera al presupuesto del gobierno federal que, según las cifras disponibles, fue de 10.8% en 1918 y que alcanzó un máximo de 33.6% en 1922 (cuadro 4). Aunque en los años que siguieron esta contribución sufrió un descenso notable, los gobiernos de los presidentes Calles y Cárdenas —que llevaron a efecto los primeros programas importantes de inversión en infraestructura— obtuvieron entre una quinta y una octava parte de sus ingresos de los impuestos a la producción, consumo y exportación de petróleo. (Conviene tener en cuenta, por lo que se refiere el impuesto al consumo, que no se trató de una verdadera contribución de la industria petrolera a los ingresos fiscales, sino del consumidor.)
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      * Menos de 500 000 pesos.

      FUENTE: Enrique Pérez López, “El producto nacional”, en México: 50 años de revolución. La economía, Fondo de Cultura Económica, México, 1960, pp. 587-588.

      Nota: de 1911 a 1920 no se encontraron datos fuente.

    

    La historia de la forma en que se reguló el pago de los impuestos de las compañías petroleras al gobierno federal es la historia del acomodo constante de intereses en pugna. Antes de la revolución, las fuentes de ingresos del gobierno eran principalmente los gravámenes a las importaciones y exportaciones y el impuesto del timbre. Con el nuevo régimen, los gastos públicos se acrecentaron. Para hacerles frente se recurrió al aumento de los impuestos tradicionales y a la creación de otros nuevos: impuestos a la explotación de recursos naturales, a la propiedad, etc. Entre las nuevas fuentes de ingresos destacaron los gravámenes a la actividad petrolera.
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      FUENTES: Ingresos efectivos del gobierno federal: Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Dirección General de Ingresos, Egresos e ingresos del gobierno federal, 1900-1958, mimeo, México, 1959; Impuestos pagados por la industria petrolera: Gobierno de México, El petróleo de México. Recopilación de documentos oficiales de orden económico de la industria petrolera con una introducción que resume sus motivos y consecuencias, México, 1940, pp. 18-19; Guy Stevens, Current Controversies with Mexico. Addresses and Writings, s. p. i., p. 280; Boletín del Petróleo, vol. XV, enero-julio de 1923, p. 339; Miguel Manterola, La industria del petróleo en México, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, México, 1938, pp. 55 y 385; Cámara de Senadores, Sección de Estadística y Anales de Jurisprudencia, El petróleo: La más grande riqueza nacional, s. p. i., México, 1923, p. 288; Documento de la Asociación de Petroleros del 20 de octubre de 1922, NAW, 812.6363/R218/E0003.

    

    Durante la administración del presidente Díaz, la industria del petróleo había disfrutado de una exención fiscal casi absoluta: únicamente tenía que hacer un pequeño pago por concepto de impuesto del timbre. Fue Madero quien estableció, en 1912, un impuesto a la producción petrolera —20 centavos por tonelada— que el gobierno de Victoriano Huerta aumentó poco después. En 1914, Carranza, siguiendo una política impositiva más radical, estableció un nuevo impuesto, llamado “de barra”, a la exportación del combustible. Ya promulgada la Constitución de 1917 se reformó el sistema impositivo de la industria petrolera y los gravámenes fueron calculados de acuerdo con el valor de cada uno de los productos. El nuevo sistema continuó en vigor hasta la expropiación, aunque fue reformado nueve veces entre 1917 y 1931, y el porcentaje aumentó o disminuyó según la situación del mercado mundial y las necesidades económicas y políticas del momento. El gobierno, que una y otra vez intentó afirmar los derechos del Estado como propietario de todos los recursos petrolíferos, quiso, en varias oportunidades, imponer el cobro de regalías; pero tal medida nunca pudo ponerse en vigor debido a presiones políticas contrarias. Un impuesto adicional decretado en 1921 tuvo que ser derogado al año siguiente por las mismas razones. En 1925 se estableció un gravamen sobre el consumo de gasolina y en 1934 otro sobre fundos petroleros.62

    Los impuestos pagados por la industria petrolera al gobierno de México fueron relativamente bajos durante el periodo estudiado, comparados con los estándares mundiales. En promedio, los impuestos pagados por las empresas en México, no representaron sino una cuarta parte de los gravámenes pagados por los productores en Estados Unidos.63 En ciertos periodos las compañías que operaban en México llegaron a pagar mayores impuestos sobre el combustible extraído en este país al fisco estadunidense que al mexicano.64 Los impuestos totales de cada año pagados por la industria petrolera en México, convertidos a dólares, alcanzan un total de 275 millones. Si las utilidades de esta industria —antes del pago de los impuestos— fueron de 1 275, 2 275 o 5 275 millones de dólares, según los distintos cálculos ya mencionados, esto significa que las compañías pagaron al fisco 21.5%, 12% o 5% de sus utilidades, según la cifra que se considere. A pesar de ello, desde 1912 hasta la expropiación en 1938, las empresas no dejaron de quejarse por su elevado monto.

    México intentó usar, con algún éxito, la estructura impositiva para evitar desperdicios y obligar a las compañías a refinar en el país la mayor cantidad posible de petróleo antes de exportarlo. En esta forma se logró un relativo aumento en la aportación de la actividad petrolera a la economía nacional (situación que a la larga no redundó en perjuicio de las empresas productoras, las cuales redujeron así sus costos de transporte por unidad de producto.)

    La capacidad de refinación de la industria petrolera en México fue en aumento hasta 1926; esto se debió en parte a la política impositiva y en parte a que las empresas consideraron conveniente ir más allá de la extracción en México. Después de 1926, a causa de la reducción de la actividad petrolera en general, hubo un descenso que no se detuvo sino hasta 1933. La refinación de combustible fue una actividad de rápida expansión. En 1916 existían únicamente cuatro refinerías, pero en 1921 ya había 14; tres años más tarde, 19 —dos de ellas se encontraban entre las mayores del mundo— y en 1926 eran 20, casi todas ellas localizadas junto a los puertos de embarque, es decir, Tampico. Para 1929, la crisis en la producción había reducido el número de refinerías de 20 a 16, y en 1933 a 15. Pero con el descubrimiento de Poza Rica la capacidad de refinación volvió a ascender. Las primeras refinerías que se establecieron en México fueron plantas de destilación primaria en donde se obtenía gasolina, kerosén y petróleo combustible, este último empleado principalmente por los ferrocarriles. Sólo algunos años más tarde aparecieron las plantas de destilación desintegrante, junto a otras destinadas a aprovechar los gases y producir asfalto.65

    A partir de 1910, se aspiró a que el petróleo pudiera ser destinado preferentemente a satisfacer las necesidades internas en vez de ser fuente de energía para la economía extranjera;66 pero sólo hasta los años treinta, como ya se dijo, la baja de la producción y el desarrollo interno dieron lugar a que la destinada al mercado nacional alcanzara una proporción apreciable del total. Entre 1925 y 1937, el gas y el petróleo suministraron a México 46% de la energía consumida.67

    La actividad petrolera, como se ha dicho, generó ingresos no sólo a través del pago de impuestos, sino también por concepto de pago de salarios, rentas y regalías. Desafortunadamente, no se encontraron datos relativos a las nóminas de sueldos y salarios pagados por las compañías petroleras, de manera que no es posible reconstruir este importante renglón de su actividad para todo el periodo que incluye el presente estudio. Sólo se ha podido obtener una estimación de los pagos hechos a la mano de obra nacional para fechas aisladas, pero éstos pueden darnos una idea de su importancia. Por ejemplo, para 1936 se estimaba el número de trabajadores petroleros en aproximadamente 14 000, y el total de salarios y prestaciones en 49 millones de pesos, cifra que al año siguiente ascendió a 55 millones de pesos, o sea, un monto de cierta consideración para su época. El promedio era varias veces mayor que el salario promedio a nivel nacional. De todas formas, si se considera que en 1940 la fuerza de trabajo estaba compuesta por poco más de seis millones de personas, deducimos que la industria petrolera daba ocupación a 0.23% de la mano de obra disponible: una fracción insignificante. Es posible que los ingresos generados en México por este concepto hayan tenido una importancia relativa mayor en años anteriores, pero ello no cambia mucho el panorama. Baste considerar que en la época de mayor producción se calculó que la actividad petrolera ocupaba entre 30 000 y 50 000 obreros, es decir, entre el 0.7 y 0.8%. Pasado este periodo, la cifra se redujo en más de la mitad; en 1927 sólo había 12 500 personas ocupadas en la actividad petrolera; en 1935 habían aumentado a 13 200 trabajadores.68

    Tampoco se cuenta con una estimación del monto total de alquileres y regalías pagados por la industria del petróleo. Grandes extensiones de terrenos fueron arrendadas por las compañías en lugar de adquirirlos en propiedad. En algunos casos se estipuló una renta fija que variaba entre 2.5 y 200 dólares anuales por hectárea; en otros, se acordó el pago de regalías que iban de 5 a 15% del valor de la producción.69 El monto total no parece ser muy grande, si nos guiamos por el caso de El Águila. A mediados de la década de 1930, El Águila, la mayor de las empresas, pagaba por concepto de regalías y rentas entre cuatro y 4.5 millones de pesos anuales.70 Aunque debe admitirse que la superficie arrendada por las empresas estadunidenses probablemente fue mayor, en ciertos casos particulares la compensación fue realmente ridícula. Por ejemplo, las rentas totales del campo de Cerro Azul, del que La Huasteca extrajo 182 millones de barriles, sumaron únicamente 200 000 pesos. El propietario de un lote petrolífero en Chinampa, Veracruz, del que se extrajeron 75 millones de barriles, obtuvo en pago 150 pesos anuales mientras duró la explotación.71

    Cuando la Constitución de 1917 devolvió a la nación sus derechos sobre el subsuelo, las compañías se encontraban ya prácticamente en posesión de todas las zonas que habrían de explotar hasta 1938. Oficialmente se reconoció que para 1917 las compañías tenían en propiedad o bajo arriendo 6 222 063 hectáreas.72 Con posterioridad a la reforma petrolera obtuvieron en concesión dos millones de hectáreas más, pero sus actividades siempre se mantuvieron centradas en los terrenos adquiridos antes de 1917. Como ya se señaló, las diversas zonas productoras estuvieron concentradas en la faja costera del Golfo de México, debido principalmente a que las exploraciones realizadas en otras regiones del país, como Baja California, Sonora, Chiapas y Yucatán, resultaron infructuosas.73

    Un aspecto de la contribución de la industria petrolera al desarrollo de la economía mexicana, aún más difícil de medir que los anteriores, es el relativo a la introducción de tecnología. En realidad, una gran proporción de las plazas que requirieron una alta capacitación técnica fueron casi siempre ocupadas por extranjeros. Sin embargo, hubo cierta filtración de conocimientos técnicos hacia los obreros y empleados nacionales que permitió mantener la industria en marcha después de marzo de 1938. Esto se debió en buena medida a la política de los gobiernos revolucionarios tendente a negar visas a trabajadores extranjeros, a fin de obligar a todo el sector extranjero de la economía a ir preparando cuadros nacionales. Esta modernización del personal empleado por las empresas extranjeras fue una de las primeras medidas nacionalistas de los nuevos gobiernos y, en el caso de la industria petrolera dio buen resultado en el momento de su nacionalización.

    Desde que brotó el primer pozo hasta el momento de su expropiación, las compañías extrajeron, casi dos millones de barriles de petróleo y perforaron 5 743 pozos, de los cuales 2 716 resultaron productivos.74 Las circunstancias en que esta producción tuvo lugar nos permiten señalar que desde la Gran Guerra y hasta 1922 los campos petroleros mexicanos tuvieron importancia mundial por haber sido vitales para la economía de algunos países industriales de Occidente. En buena parte debido a ello, la rentabilidad de la inversión en el petróleo mexicano fue una de las mayores en esa actividad. Sin embargo, después de 1922 ambas situaciones tendieron a desaparecer ante una dramática baja de la producción. Una segunda conclusión muestra que es difícil tomar al pie de la letra tanto el punto de vista de las compañías, o sea que México compartió plenamente los beneficios de su prosperidad, como el punto de vista contrario, en el sentido de que las empresas petroleras hicieron una contribución de poca importancia a la actividad económica del país. Con todo, es más fácil encontrar elementos para apoyar esta última aseveración y no la primera. Cabe señalar, en tercer lugar, que la mayor parte de los ingresos generados por la explotación de los hidrocarburos mexicanos se remitió fuera del país, principalmente bajo la forma de utilidades, sin dejar una compensación adecuada que justificara la explotación intensiva que se hizo de tan importante recurso natural no renovable.75 Por otra parte, la situación general de un país en evolución no permitió emplear de manera óptima aquella parte de la riqueza petrolera que permaneció en el país.



  			
			
		

	
  
  
    
II. ESTABLECIMIENTO DE LAS PRIMERAS EMPRESAS PETROLERAS (1900-1914)

    DESDE los inicios de la guerra de Independencia en 1810 hasta el triunfo de la rebelión del general Porfirio Díaz, el panorama político y económico de México indica una anarquía endémica. Dos invasiones extranjeras —la estadunidense y la francesa— y una lucha civil ininterrumpida —centralistas contra federalistas, conservadores contra liberales— casi produjeron la desintegración del antiguo virreinato de la Nueva España. Sin embargo, a partir de 1876, el escenario cambia dramáticamente. La facción liberal, después de sobreponerse a la invasión francesa, derrotar al grupo conservador y superar sus divisiones internas, es capaz de organizar —por primera vez— una administración nacional relativamente eficiente y fuerte. Esta nueva administración se levanta alrededor de la figura del general Porfirio Díaz, héroe de las luchas contra los conservadores y los ejércitos de Napoleón III. Después de haber ocupado el poder gracias a un golpe de fuerza en 1876, Díaz lo consolida rápidamente y permanece hasta 1910 como líder indiscutible y absoluto del país.

    El éxito de Díaz en su búsqueda de estabilidad se explica en buena medida por tres factores: la reconciliación de los antiguos contendientes, el establecimiento de un gobierno central fuerte y autoritario y la creación de las condiciones políticas y sociales necesarias para atraer al capital externo en cantidades suficientes, y para incorporar sectores económicos modernos con el fin de reiniciar el desarrollo que se interrumpiera más de 60 años atrás con la guerra de Independencia. Este clima, propicio para el desarrollo de las actividades del capital externo, sería la causa y resultado de la “paz porfiriana”. Para Díaz, sólo Estados Unidos y las naciones industriales de Europa podían aportar el capital necesario para sacar a México de su estancamiento económico; sólo el desarrollo económico permitiría que México dejara de ser presa fácil de las potencias imperialistas como hasta ese momento lo había sido.1 El propio enemigo potencial nos daría los instrumentos para consolidar nuestra independencia.

    Al finalizar el siglo, esta política dejaba ver sus efectos. Uno de ellos fue la delimitación de los campos de actividad de los capitales nacional y extranjero. El examen de las 170 sociedades anónimas más importantes entre las que existían al finalizar el periodo porfirista resulta muy ilustrativo. Únicamente 23% del capital correspondiente a este sector se encontraba en manos nacionales y la mayor parte de éste era gubernamental (ferrocarriles); únicamente 9% del total correspondía a empresas privadas nacionales: la burguesía nacional moderna prácticamente no existía. Este campo estaba en manos del capital externo.2

    La actividad del capital externo se concentraba en los ferrocarriles, la minería y la banca; el capital estadunidense era preponderante.3 Si el grupo dominante dejó a la empresa extranjera el sector moderno de la economía, el que ligó a México a los mercados internacionales, éste se concentró en la actividad agrícola. En un país en que 70% de la población económicamente activa se concentraba en actividades agrícolas, la política agraria resultaba fundamental. En este punto Díaz cometería sus principales errores.

    El presidente Díaz continuó y acentuó la política iniciada por su predecesor liberal, Juárez, favoreciendo la concentración de la superficie cultivable en pocas manos, como una manera de acelerar el desarrollo del campo. El resultado fue una rápida consolidación de las grandes haciendas y el predominio político de la nueva élite terrateniente, creadora y sostén del sistema de dominación interna creado por el gobierno porfirista. La política agraria de Díaz favoreció la expropiación de todas aquellas tierras cuyos usufructuarios no poseyeran títulos de propiedad adecuados. En un principio, el mayor afectado fue el clero, especialmente bajo la presidencia de Juárez; pero después lo fueron las comunidades indígenas. De esta política resultó que al finalizar el periodo porfirista entre 82 y 97% de los jefes de familia campesinos carecieran de tierra. La otra cara de la moneda la constituía el hecho de que 1% de la población poseía 97% de la tierra cultivable.4

    Como hemos dicho, fuera del sector agrario la política de Díaz tuvo resultados espectaculares. En primer lugar, se puso fin a las barreras internas creadas por los intereses locales que crecieron al amparo de los años de anarquía. Por primera vez se formó un auténtico mercado nacional. Hasta 1876, el sector moderno de la economía mexicana estaba constituido por 400 millas de vías férreas y unas cuantas empresas mineras y plantaciones.5 Pero la pacificación del país y la política de puertas abiertas al capital externo —que coincidió con una acumulación importante de capital en los países industriales de Europa y Estados Unidos— cambiaron la situación. Las áreas periféricas como México ofrecían atractivas oportunidades a inversionistas de estos países que buscaban proveer de materias primas a la industria de las grandes metrópolis, o que deseaban ganar el control de las fuentes de materias primas para proteger sus mercados internos. Por lo tanto, el capital exterior comenzó a fines del siglo XIX a desarrollar los recursos mineros mexicanos —metales preciosos e industriales—, a formar grandes plantaciones de productos agrícolas exportables e inició el desarrollo de los depósitos petroleros del Golfo de México. A la vez, y como resultado de este estímulo, empresarios extranjeros desarrollaron asimismo los sistemas de transporte (ferrocarriles) y los demás servicios (energía eléctrica, teléfonos, sistemas bancarios, etcétera) que estas actividades requerían. México salió de su estancamiento.6 A la caída de Díaz, México contaba con más de 150 centros mineros y metalúrgicos, 12 000 millas de vías férreas, plantas eléctricas, una gran red bancaria y otra telefónica y telegráfica. México era ya parte del mercado mundial.

    Como se ha dicho, en esta vinculación de México con la economía internacional, el capital nacional casi permaneció ausente. Al finalizar la primera década del siglo XX, la inversión mexicana en minería se calculó en 2% y en la industria eléctrica y el petróleo la proporción fue similar.7 Sólo en los ferrocarriles sobreviene una participación de importancia cuando el gobierno, por razones estratégicas, adquiere una parte de la red. Para 1911, sólo 27.4% de la inversión en esta rama era extranjera. Pero si tomamos en cuenta que los ferrocarriles fueron nacionalizados en buena medida gracias a un préstamo estadunidense, descubrimos que la participación real del capital externo en esta actividad, directa o indirectamente, fue del orden de 61%.8 El único sector industrial importante orientado al mercado externo fue el textil; pero éste se hallaba en su mayor parte en manos de capital francés.

    En el caso de México, como en los de Cuba y Canadá, dominaba el capital estadunidense. Se calcula que el monto de la inversión estadunidense en México, en 1911, era de 1 100 000 000 de dólares, seguido por el capital inglés con 300 000 000 de dólares; menores cantidades correspondían a manos francesas, alemanas y españolas. Prácticamente la mitad de la riqueza nacional estaba en manos extranjeras.9 El grado de concentración de esta inversión fue considerable. Tres empresas, dos estadunidenses y una inglesa, dominaban la producción de petróleo; la industria minera estaba en su mayor parte bajo el control de cinco grandes empresas, todas ellas estadunidenses. Quizá en los ferrocarriles la situación era un poco distinta debido a que la empresa más grande era gubernamental.10

    La contradicción entre un sector moderno, que impulsaba la movilidad de los salarios y la mano de obra, y un sector agrícola basado en la inmovilidad de una gran masa de peones con un salario mínimo al servicio de las haciendas, suscitó un cierto enfrentamiento entre el grupo hegemónico nacional, por un lado, y el gobierno de Díaz y el sector extranjero, por el otro. Esta contradicción interna se vio agravada por un enfriamiento de las relaciones entre el gobierno de Díaz y el del presidente Taft. La causa: a principios del siglo Díaz estaba tratando de favorecer a los inversionistas europeos con el fin de contrarrestar lo que consideraba un peligroso predominio estadunidense.11 Estas dificultades del gobierno de Díaz con los sectores sobre los que había fincado su poder se produjo en medio de una situación determinante: el nivel de vida de las grandes mayorías, a pesar del desarrollo económico,12 se había visto reducido; existía un gran descontento entre los pequeños pero ambiciosos sectores medios surgidos como consecuencia del mismo desarrollo económico, los cuales se resentían al quedar marginados dentro de los marcos del sistema porfirista. En 1911, todos estos elementos se combinaron para dar al traste con más de 30 años de “paz porfiriana” y abrir las compuertas de una de las grandes revoluciones del siglo XX.

    LAS PRIMERAS ACTIVIDADES DE LAS EMPRESAS PETROLERAS


    El hecho de que fuera capital extranjero y no nacional el que desarrollara la industria petrolera, tiene una doble explicación: en primer lugar, en los círculos mexicanos enterados —con algunas excepciones— se consideró durante algún tiempo que el país no poseía una riqueza petrolera digna de ser tomada en cuenta; en segundo lugar, como prácticamente no existía un grupo empresarial autóctono, como el capital nacional era escaso y las exploraciones y la inversión en refinerías, oleoductos, equipos, etc., requerían grandes capitales, los pocos empresarios nacionales con recursos suficientes no dieron muestra de estar dispuestos a comprometerse en una empresa que, por aquel entonces, parecía ser de dudosos resultados. Así, pues, era natural que una persona como Edward L. Doheny, con capital y experiencia adquiridos en la explotación del petróleo en Estados Unidos, fuera el primero en desarrollar los yacimientos de hidrocarburos mexicanos. Conviene detenerse aquí un poco en el examen de este primer empresario. Doheny corresponde bien al estereotipo del capitalista extranjero en América Latina a finales del siglo XIX: falto de escrúpulos, dispuesto a emplear todas las armas a su alcance para obtener una riqueza fácil y abundante, hacía caso omiso del daño causado a los legítimos dueños de esa riqueza. Debe admitirse que la “leyenda negra” tiene algunas bases. En todo caso, este personaje encarna a los más aventurados y rudos pioneros de la inversión estadunidense en América Latina. Según su propio testimonio ante un jurado estadunidense en los años veinte, él había sido deslindador en Atchison, Kansas, tratante de caballos en Oklahoma, soldado en las campañas contra los indios, maestro de escuela, estudiante de derecho, buscador de petróleo. Hizo y perdió enormes fortunas. Finalmente se convirtió en el empresario más importante en México.13 Doheny vino por primera vez a este país en busca de minerales, en 1887. Volvió en 1892 en compañía de C. A. Canfield y A. P. McGinnis, en esta ocasión buscando petróleo en las cercanías de Tampico y en San Luis Potosí. Doheny y sus dos socios, junto con Herbert G. Wylie, compraron 450 000 acres de tierras petroleras en el distrito de El Ébano, cerca de Tampico, en 1900.14 Según su propia confesión, parte de esas tierras las compró pagando un dólar por acre a propietarios que no sabían que esos terrenos eran petroleros.15 Eventualmente sus compañías llegarían a controlar 1 500 000 acres. El 20 de diciembre de 1900, Doheny formó la Mexican Petroleum Company of California para explotar esas tierras. La empresa fue registrada en Estados Unidos como compañía en el extranjero y, por lo tanto, tenía derecho a acudir al gobierno estadunidense para solicitar su ayuda en todos aquellos problemas en que la intervención diplomática se hiciese pertinente.16 Habría de gastar tres millones de dólares antes de que sus inversiones empezaran a redituar. En este tiempo, algunos de sus socios originales se desanimaron y él compró sus acciones: de la posesión de 12%, de ellas pasó a controlar 40%. Poco después de haber formado su compañía, Doheny logró celebrar un contrato con el Mexican Central Railroad, en virtud del cual su empresa proporcionaría el combustible necesario para cubrir la ruta Tampico-Aguascalientes, o sea, una distancia de aproximadamente 500 millas.17

    Doheny contó con las simpatías del gobierno de Díaz después de que el embajador estadunidense lo introdujo en los círculos oficiales. El presidente Díaz lo alentó en su empresa, no sin pedirle que si decidía poner sus intereses a la venta, los ofreciera primero al gobierno mexicano, pues no le agradaba la posibilidad de que pasaran a manos de un gran monopolio como la Standard Oil.18 Este apoyo oficial se tradujo en una completa exención de impuestos por 10 años, exceptuando el impuesto del timbre. Con los terrenos adquiridos en propiedad, Doheny organizó como subsidiarias a la Mexican Petroleum, a la famosa La Huasteca Petroleum Co., y con los arrendados a la Tamiahua Petroleum Co. y la Tuxpan Petroleum Co. La primera contó con un capital de 15 millones de dólares y las otras con un capital de un millón cada una. En 1907, la Mexican Petroleum (California) y las tres subsidiarias fueron absorbidas por la Mexican Petroleum Company Ltd. of Delaware, que controlaba todos los intereses del “grupo Doheny”. El capital autorizado fue de 60 millones de dólares.19 Con el tiempo, Doheny —que también poseyó intereses fuera de México— habría de convertirse en el empresario petrolero más importante de Estados Unidos después de Rockefeller.20 Los pasos de Doheny fueron seguidos rápidamente por la Oil Fields Co., inglesa, y la Standard Oil Co. of Mexico; y el único empresario que rivalizaría con el magnate estadunidense sería un acaudalado constructor de ferrocarriles: Weetman Pearson. Este hábil súbdito británico inició sus actividades petroleras mientras construía el Ferrocarril de Tehuantepec. Una ley de 1901 autorizó a Pearson a llevar a cabo sus exploraciones en terrenos vacantes y nacionales y extendió las exenciones impositivas otorgadas a Doheny a todas las empresas petroleras.21 En 1902, y como una empresa marginal, procedió a efectuar algunas exploraciones petroleras en el Istmo. En un principio, Pearson pensó arriesgar únicamente millón y medio de libras esterlinas en la aventura (ya entonces poseía una fortuna suficientemente grande para permitirse correr ese riesgo sin preocupación); pero antes de que la empresa tuviera éxito hubo de invertir cinco millones de libras.22 En 1908 organizó la Compañía Mexicana de Petróleo El Águila (en un principio se llamó Mexican Eagle Co.), y poco después absorbió a otras empresas menores. Fue entonces cuando sus ingenieros hicieron brotar el famoso Dos Bocas, pozo con el que se inició la etapa de la gran producción petrolera en México. Si Pearson contó con el favor de Díaz, no fue únicamente porque entre los directores de su compañía figurara el hijo del dictador; sino porque se hizo patente el mencionado deseo del régimen de mantener un cierto equilibrio entre las influencias extranjeras, contraponiendo los intereses europeos a los estadunidenses.23

    LA LEGISLACIÓN SOBRE LOS HIDROCARBUROS


    La legislación porfirista en materia petrolera rompió con la tradición que había imperado en México desde la Colonia, y que Díaz consideró un obstáculo para el desarrollo capitalista. Hasta 1884, los derechos sobre las riquezas del subsuelo estuvieron reservados al monarca, primero, y a la nación, después;24 pero en ese año, siendo presidente Manuel González, se dictó la primera ley minera del México independiente, que en su artículo 10, fracción IV, y a semejanza de la legislación francesa, declaró que el carbón y el petróleo eran propiedad exclusiva del superficiario. Sin discusión en el Congreso, con el deseo de fomentar la producción de combustible para los ferrocarriles, se privó a la nación de su antiguo derecho sobre el petróleo.25 Contrariamente a lo que algunos autores han afirmado, esta primera ley no puede ser vista como el producto de una obra de los intereses petroleros, pues las compañías productoras aún no se establecían en México; fue simplemente una de las consecuencias de la política económica de Díaz.26

    El segundo código minero, que entró en vigor en 1892, en cierta forma contradijo a la ley de 1884 al no reconocer explícitamente al superficiario la propiedad de los hidrocarburos en el subsuelo. En su artículo 4° se limitó a señalar que el petróleo podía ser explotado sin necesidad de obtener concesión alguna. Con base en esta disposición, el 24 de diciembre de 1901 apareció la primera ley relacionada exclusivamente con el petróleo. Para esta fecha ya estaban operando las primeras empresas estadunidenses. Esta ley reconoció al superficiario el derecho a explotar ese combustible y al Ejecutivo la facultad de otorgar concesiones para su explotación en los terrenos nacionales; pero la naturaleza misma de la propiedad de los yacimientos no quedó aclarada. La ley de 1909 —promulgada cuando la industria petrolera se encontraba en franco ascenso— puso fin a toda ambigüedad y declaró “propiedad exclusiva” del superficiario “los criaderos o depósitos de combustibles minerales”, entre las que se encontraban las “materias bituminosas”. La ley de 1909 habría de ser objeto de enconadas controversias después de la caída de Díaz y permanecería en vigor hasta 1926, fecha en que fue remplazada por otra, producto de la revolución y menos generosa en sus concesiones a las empresas petroleras. Nos referimos a la ley reglamentaria del párrafo IV del artículo 27 de la Constitución de 1917. Desde entonces y hasta 1938, “los mexicanos sólo pudieron ver cómo su enorme, pero exhaustible riqueza petrolera, salía rápidamente del país…”.27 Y a esto habría que añadir: sin reportarle todos los beneficios que hubiera podido ofrecer. Para los teóricos nacionalistas de la revolución, la ley de 1909 sería ilegal; pero la fuerza de los intereses creados habría de impedir una y otra vez una modificación sustantiva de esta legislación porfirista.28

    
EL PRIMER INTENTO DE MODIFICAR LA LEGISLACIÓN SOBRE LOS HIDROCARBUROS


    La modificación del estatus jurídico y económico de la industria petrolera en un sentido más positivo para la economía nacional fue obra de la revolución; pero los primeros intentos tuvieron lugar años antes, aunque sus motivos no fueron nacionalistas. En 1905, los licenciados Lorenzo Elízaga, Luis Ibarra y el ingeniero Manuel Fernández Guerra, presentaron al gobierno un proyecto de ley cuyo objetivo era reintegrar los depósitos petroleros al régimen legal anterior a 1884. Contrariamente a lo que más tarde afirmarían las compañías, este proyecto no fue un intento de los “radicales” y socialistas mexicanos para nacionalizar la industria;29 el fin perseguido por sus autores fue exactamente el opuesto, es decir, evitar que los propietarios particulares de terrenos petrolíferos pudieran llegar a obstruir la exploración y explotación de una de las principales fuentes de energía del país.30 Díaz no mostró entusiasmo por la iniciativa, y nombró un comité para estudiarla, el cual a su vez pidió una opinión a la Academia Mexicana de Jurisprudencia. Todo esto dio origen a un interesante debate que si bien no trascendió al público sí fue considerado lo suficientemente importante por Doheny como para estar presente. El debate creó una opinión favorable al mantenimiento del statu quo, opinión que sirvió de base a la Secretaría de Fomento para desechar el proyecto; pero lo interesante es que en el proceso surgieron también algunos argumentos jurídicos que justificaban la vuelta al régimen petrolero anterior, sin importar los derechos creados. Estos argumentos serían esgrimidos más tarde por los escritores revolucionarios en su lucha contra las empresas.31

    En las postrimerías del régimen porfirista existía ya una clara corriente antiestadunidense que se expresaba a través de manifestaciones populares, de opiniones en los círculos intelectuales y de programas en los partidos de oposición, sobre todo en el Partido Liberal Mexicano.32 Sin embargo, no parece haber existido ninguna manifestación específica por parte de los intelectuales o los partidos en contra de la situación imperante en la industria petrolera, quizá explicable por la poca importancia que ésta tuvo antes de 1910.33

    LOS ESTADUNIDENSES CONTRA DÍAZ


    El gobierno de Díaz no dejó nunca de tener dificultades con Estados Unidos. Sin embargo, éstas aumentaron notablemente en 1910, cuando los conflictos internos se agudizaron. El gobierno mexicano acusó al estadunidense de no reprimir las actividades de los grupos revolucionarios, mientras que Estados Unidos, por su parte, resintió la poca habilidad de Díaz para controlar la situación interna y, sobre todo, la ausencia de medidas defensivas del régimen ante el creciente predominio de los intereses estadunidenses.34 El presidente Díaz fue constante en un aspecto de su política: hacer de Europa una fuerza moderadora de la influencia estadunidense en México, pero esta política, aunada a la adquisición —realizada en parte con capital estadunidense— de los Ferrocarriles Nacional, Internacional e Interoceánico por parte del gobierno (que representaban la mayor parte de la red ferroviaria), y al malestar de los intereses de Guggenheim con Limantour, ministro de Hacienda, al apoyo que se dio a los petroleros ingleses en su lucha contra la Waters-Pierce y a los rumores de negociaciones secretas entre México y Japón, llevaron a ciertos sectores estadunidenses a considerar que había llegado el momento de favorecer un cambio político en México.35

    Veamos más de cerca el problema entre Díaz y Estados Unidos en el campo petrolero: como en otros campos, el gobierno de Díaz no consideró conveniente que el capital procedente de un solo país explotara la industria petrolera en forma exclusiva.36 Por ello, canceló una concesión de exploración y explotación a la Standard Oil, empresa que se vio obligada a operar a través de la Waters-Pierce Oil Company.37 Igual motivo le hizo dar la bienvenida a Pearson al campo petrolero. La creciente producción de El Águila, y un impuesto a la importación de petróleo que afectó a la Waters-Pierce (única empresa importadora, pues traía su producto de Estados Unidos), no tardaron en originar una guerra de precios entre Pearson y Henry Clay Pierce, uno de los tres hombres más ricos de Estados Unidos, guerra que finalizó en 1913, cuando el estadunidense fue abandonado por su aliada, la Standard Oil, y perdió definitivamente el monopolio que hasta entonces había disfrutado en la venta del petróleo y sus derivados en México. Lord Cowdray controlaba entonces más de 50% de la producción petrolera en México.38 Algunos autores han hecho referencia a una lucha, a veces violenta, entre Pearson y Doheny; pero los hechos parecen confirmar lo contrario. El biógrafo de lord Cowdray asegura que no hubo tal conflicto y sí, por el contrario, una cierta cooperación entre ambos. No es difícil suponer que el fin del monopolio de Pierce fuera bien recibido por Doheny, que era también un recién llegado al mercado de combustibles.39

    El monopolio de Pierce parece haber contado desde muy temprano con el apoyo del Departamento de Estado, que ya en 1887 había protestado por ciertas concesiones que, para refinar petróleo, el gobierno otorgó a una compañía mexicana. Esta competencia —según el Departamento de Estado— perjudicaría los intereses de la empresa estadunidense.40 Por lo tanto, no es difícil suponer que Washington vio con disgusto la lucha entre la Waters-Pierce y El Águila, aunque conviene tener en cuenta que las empresas petroleras inglesas habían tenido buen cuidado de ligarse a los círculos oficiales estadunidenses para no atraerse la abierta hostilidad de Washington.41 Pero si los canales diplomáticos estadunidenses no se mostraron muy diligentes para remediar el golpe asestado a Pierce, los afectados —éste y su asociada, la Standard Oil (N. J.)— decidieron tomar el asunto por su cuenta en un momento en que la situación interna de México hacía prever un cambio de gobierno. En 1911 entraron en contacto con los rebeldes maderistas, que ya se habían lanzado abiertamente contra Díaz, y les ofrecieron un préstamo de medio millón o un millón de dólares a cambio del cual esperaban no sólo contribuir al derrocamiento del presidente Díaz, sino obtener “ciertas concesiones”. No hay prueba documental que permita verificar si la operación —conocida por el Departamento de Estado, que llamó la atención a la Standard— se llevó a cabo.42 De cualquier modo, la negociación muestra que al menos una parte de los intereses petroleros estadunidenses en México se sentían lo suficientemente afectados por el gobierno de Díaz como para desear el fin del régimen porfirista. Sin embargo, la pugna petrolera no debe sobrestimarse, pues existe el peligro de ver en el derrumbe de la administración de Díaz un simple episodio de la lucha mundial entre los intereses petroleros ingleses y estadunidenses, aunque no deja de ser interesante que el propio hijo del dictador, en una carta que dirigió a Pearson después del triunfo de Madero, acusara a Pierce de haber sido el autor de la caída de su padre.43 La fricción entre Díaz y los petroleros estadunidenses fue sólo parte de un conjunto más amplio de factores que hizo que en Washington surgiera un “resentimiento” —como lo llamó Limantour— contra el dictador, y que desembocó en el retiro del apoyo de Estados Unidos al gobierno mexicano. Este hecho facilitó de manera decisiva el surgimiento de la revolución que eventualmente y tras larga lucha acabaría con el dominio extranjero sobre el petróleo mexicano.44

    
MADERO


    El levantamiento dirigido por Madero en 1910 se inició como un conflicto entre Díaz y un sector del grupo dominante —apoyado por los nuevos sectores y medios urbanos— que buscaba reformar el sistema, convirtiéndolo en uno más abierto e institucional. Pero en poco tiempo, este movimiento reformista y de carácter puramente político, se habría de convertir en algo más profundo de lo que originalmente se deseó.45 Las modificaciones al procedimiento de sucesión y la renovación de los cuadros dirigentes que Madero —miembro joven del grupo porfirista— y su recién formado Partido Antirreeleccionista exigían, estaban más bien destinadas a asegurar la continuidad del sistema que a lograr un cambio sustancial. Sólo la intransigencia del anciano dictador y los sorpresivos triunfos militares de los grupos guerrilleros dirigidos por Pascual Orozco y Francisco Villa en el norte, convirtieron a Madero en lo que en un principio no pretendió ser: la cabeza de una revolución.

    El comportamiento de Madero y de algunos de sus más cercanos colaboradores, después del sorprendente derrumbe del gobierno porfirista —sorprendente porque su ejército quedó intacto—, indica que nunca llegaron a comprender la magnitud del movimiento que habían contribuido a poner en marcha. La decisión de Díaz de renunciar sin casi oponer resistencia —se temía que una prolongada lucha civil produjera la intervención estadunidense— permitió a Madero intentar aplacar las grandes fuerzas que se oponían al mantenimiento del statu quo, pero cuya existencia apenas apuntaba. Muy pronto la cabeza de la revolución tuvo que enfrentarse a estas corrientes que deseaban ir del cambio formal al estructural. El rompimiento entre Zapata —que proponía una modificación de la estructura agraria en favor de las comunidades— y Madero simboliza este conflicto. El rechazo de Madero a este grupo, que en realidad fue el motor de su victoria, no fue seguido por un acercamiento con aquellas fuerzas que se encontraban al otro extremo del espectro político, o sea, de los terratenientes, la Iglesia, la burocracia, el ejército y el gobierno e inversionistas estadunidenses. El respaldo de este último sector y su decisiva influencia en Washington fueron determinantes para la supervivencia del régimen maderista, o de cualquier otro. Esta falta de comprensión entre Madero y los elementos del Antiguo Régimen se debió tanto a la inhabilidad de Madero, como a la inflexibilidad del grupo porfirista que se negaba a aceptar cualquier reforma.

    
ESTADOS UNIDOS Y EL NUEVO RÉGIMEN


    La política de Washington hacia Madero tuvo un origen múltiple. En ocasiones es posible distinguir la falta de coordinación entre la política de Taft y del Departamento de Estado con la del embajador en México, Henry Lane Wilson.46 En sus relaciones con Taft —antiguo gobernador de Filipinas—, Madero se enfrentó a un “imperialismo moderado”,47 en tanto que en el caso de Wilson, tuvo que tratar con un agresivo e inflexible representante de los big business, decidido partidario de la “diplomacia del dólar” y enemigo de cualquier reforma al sistema porfirista. En la política de Washington hacia México, las decisiones de la embajada en este último fueron fundamentales.48

    La caída de Díaz fue vista en algunas partes no como un triunfo de Madero y su grupo, sino como un triunfo estadunidense.49 En general, los círculos políticos y financieros de Estados Unidos interesados en México, no lamentaron la caída de Díaz; Madero llegó a contar con una cierta simpatía al ocupar el puesto del viejo líder oaxaqueño (situación que no pasó inadvertida a ciertos diarios, que lo acusaron de haber buscado la ayuda de Washington).50 Pero el repudio de Díaz no significó un repudio a su sistema: paz interna y apoyo al capital externo. Varios factores pusieron fin a las cordiales relaciones entre el grupo estadunidense y Madero. La rebelión orozquista y los daños que ocasionó a los intereses estadunidenses en el norte, hicieron que Washington pusiera en duda la capacidad de Madero para asegurar uno de los dos elementos que se consideraban esenciales: la estabilidad interna.51 Taft tuvo que frenar el entusiasmo de Theodore Roosevelt, quien, engolosinado por sus triunfos en el Caribe, deseaba castigar a México “como lo merecía”: invadiéndolo; pero no dejó de amenazar seriamente a Madero —como lo había hecho con Díaz— concentrando tropas en la frontera.52 La posibilidad de una intervención estadunidense habría de mantenerse por muchos años como telón de fondo en las relaciones de México con Estados Unidos.

    La decisión tomada entonces por el embajador Wilson de aconsejar a su gobierno a dar los pasos necesarios para buscar la caída del nuevo gobierno mexicano, tuvo su origen en varios factores. En primer lugar, Wilson consideró inadmisible el hecho de que Madero se mostrara menos abierto de lo que él consideró necesario a las indicaciones de la embajada estadunidense. La relativa independencia que el presidente mexicano puso de manifiesto fue interpretada precipitadamente por el embajador como un indicio de que el nuevo gobierno se aprestaba a intentar una modificación adversa al estatus de la inversión estadunidense en el país. Wilson acusó al vicepresidente Pino Suárez y a los ministros de Guerra y Fomento de encabezar una facción antiestadunidense dentro del gabinete maderista.53 Es posible que la existencia de un cierto conflicto de intereses entre la familia Madero y los Guggenheim54 —a quienes se hallaba ligado el representante estadunidense— haya exacerbado el celo del embajador, quien no tardó en considerar una nueva medida oficial como un intento de minar la influencia general de su país en México.55 Tal situación, aunada a la campaña electoral en Estados Unidos (en que se acusó a Taft de no proteger debidamente los intereses estadunidenses en México) condujo las relaciones entre ambos países a un punto crítico. En el momento en que el embajador estadunidense hacía entrega a México de una violenta nota donde exigía mayor protección a los intereses y vidas de sus conciudadanos y Taft advertía al embajador mexicano que su paciencia no era eterna, los barcos estadunidenses hacían su aparición en las costas mexicanas.56 Sin embargo, la presión estadunidense no fue más allá. En los comienzos de 1913, la tensión disminuyó notablemente (sobre todo a raíz de las entrevistas del secretario de Relaciones Exteriores, Lascuráin, con el presidente Taft y el secretario de Estado, Knox, el 2 y 4 de enero de ese año). Para entonces todo parecía indicar que el gobierno maderista había podido vencer los principales obstáculos e iba en camino de consolidarse.57 La amenaza a la estabilidad se diluía poco a poco en el horizonte político. En estas circunstancias, el embajador estadunidense —sin contar con instrucciones al respecto— decidió acabar de manera definitiva con una situación que, según él, seguía siendo potencialmente peligrosa. Lejos estuvo el embajador Wilson de considerar que la eliminación de Madero por los jefes del antiguo ejército federal, encabezados por el general Victoriano Huerta, haría resurgir con mayor vigor a las fuerzas de la inestabilidad, de la verdadera revolución, fuerzas que el régimen maderista había estado a punto de ahogar.

    El gobierno encabezado por Victoriano Huerta fue la culminación de los esfuerzos del representante estadunidense. Wilson creyó entonces haber logrado así varios objetivos de primera importancia: la desaparición del peligro potencial que creyó ver en las tímidas reformas maderistas, la formación de un nuevo régimen atento a los deseos de la embajada estadunidense y la recreación de las condiciones de estabilidad perdidas en 1911. La imposición de los términos del arreglo de Huerta con Félix Díaz —los dos líderes antimaderistas y antirrevolucionarios más importantes—, la selección del gabinete y la formulación de las líneas generales de la política mexicana, culminaron la obra del embajador.58 La magnitud de su éxito le hizo exclamar al dirigirse al cuerpo diplomático tras la deposición de Madero: “¡México se ha salvado! De ahora en adelante tendremos paz, progreso y prosperidad”.

    MADERO Y LOS PETROLEROS


    En un país donde los intereses extranjeros controlaban más de la mitad de la riqueza nacional, era difícil que una modificación del statu quo, por ligera que fuese, no les afectara. Por lo tanto, si algunos de estos sectores vieron en un principio en Madero la posibilidad de un reacomodo favorable, en casi todos pronto surgieron dudas ante ciertas pretensiones reformistas de su gobierno y ante la continuación de la lucha civil. Madero y sus principales colaboradores habían mostrado una discreta oposición al excesivo predominio de los intereses extranjeros durante su campaña contra Díaz; pero su actitud no puede ser considerada como radical, pese a que sus intereses se veían directamente lesionados por la competencia y situación privilegiada del capital extranjero.59 Ya en el poder, la política seguida por Madero difícilmente puede calificarse de antagónica y discriminatoria contra el capital estadunidense, como informó el embajador Wilson a sus superiores.60 Ciertamente, Madero intentó “mexicanizar” al personal de los ferrocarriles y aumentar las recaudaciones fiscales provenientes del petróleo, etc., pero en su corto paso por el poder no parece haberse preocupado sobre la existencia de una política destinada a poner fin al “extranjerismo”, del que habló en 1911 Luis Cabrera y señaló como una de las varias causas que originaron la revolución. Tal circunstancia dio lugar a que Pascual Orozco acusara al gobierno maderista —entre otras cosas— de no ser más que “una dependencia del gobierno de Washington”.61

    Cuando Madero hizo su entrada triunfal en la Ciudad de México, eran ya de cierta importancia los yacimientos petrolíferos en explotación. La actividad se expandía y los intereses de las compañías que la controlaban eran celosamente vigilados por el embajador estadunidense. No había ninguna razón para que se desarrollara una situación conflictiva en las relaciones del nuevo gobierno con estos intereses, sobre todo porque la caída de Díaz no desagradó a ciertas compañías estadunidenses que vieron mal el apoyo que éste había dado a los ingleses (los orozquistas, a su vez, echaron en cara a Madero algunos compromisos contraídos con ellas).62 Madero nunca atacó los intereses fundamentales de las compañías petroleras como lo harían sus sucesores; pero tampoco se mostró conforme con la exención impositiva de que disfrutaban. Al introducir ligeras modificaciones en este campo, el choque no tardó en producirse. Veamos el proceso: en las postrimerías de 1911, empezaron a circular rumores inquietantes para las compañías. En la Cámara de Diputados, José María Lozano atacó a Pearson y a la Standard (N. J.), y señaló el peligro de que esta última absorbiera los intereses del primero, con lo cual se podría constituir un verdadero imperio petrolero que podría llegar a dominar al país. Si esto no ocurría, de todas maneras la influencia inglesa a través de Pearson podría desarrollarse hasta un punto incompatible con nuestra soberanía. Para evitar tal posibilidad, el legislador propuso reincorporar el petróleo al régimen legal en vigor para el resto de los minerales, aprobar un aumento a los impuestos y quitar las exenciones impositivas aún vigentes. El eslogan de su proyecto, “las tierras petroleras de México para los mexicanos”, fue largamente ovacionado.63 Días antes, el Departamento de Estado había sido informado por su cónsul en Tampico que la familia Madero estaba adquiriendo tierras petroleras en esa zona con el propósito de organizar una compañía que podría convertirse en importante competidora de los intereses ya establecidos.64 Se trató de un rumor sin mayor fundamento, pero que sin duda no contribuyó a calmar la atmósfera. La desconfianza de los círculos petroleros se tradujo en franca hostilidad a causa de un pequeño pero inesperado impuesto en 1912. Antes de decidirse a decretarlo, el gobierno sostuvo una serie de pláticas con los interesados para sondear su opinión y disminuir la resistencia que tal medida pudiera encontrar; pero fue imposible lograr que las compañías aceptaran la imposición de cualquier carga fiscal, por pequeña que fuese (recordemos que hasta ese momento la industria sólo pagaba un impuesto: el del timbre). La ausencia de un acuerdo previo desalentó a Madero, quien decidió llevar adelante su propósito de exigir el pago al erario de 20 centavos por tonelada de petróleo extraído, aproximadamente 10 centavos de dólar.65 La difícil situación económica del Estado, nuevo régimen que tenía que hacer frente a fuertes gastos militares y la prosperidad naciente del sector petrolero, fue uno de los motivos que indujeron al gobierno a correr los riesgos que esta medida entrañaba. A causa de la atmósfera de inestabilidad y hostilidad de Washington, resultaba poco prudente propiciar el descontento del poderoso sector petrolero.66 Inmediatamente después de que se promulgó el impuesto, las compañías desataron una vigorosa campaña en su contra; según sus cálculos, 20 centavos por tonelada equivalían a 17% de sus dividendos anuales, lo cual era prácticamente una confiscación.67 Ante el monto del impuesto, esta afirmación parece exagerada. Sin embargo, no es difícil suponer que el verdadero motivo no era el impuesto en sí, sino el impedir que se sentara un mal precedente, o sea que el gobierno mexicano modificara unilateralmente la política fiscal; de lo contrario, el futuro podría traer sorpresas desagradables. Las compañías protestaron ante los tribunales por el impuesto y sólo El Águila lo pagó. La Suprema Corte consideró el caso en 1914 —una vez que Madero había sido derrocado— y mantuvo la legalidad de la medida. Las compañías pagaron entonces, pero bajo protesta.68 Al descontento que reinaba en los círculos petroleros en 1912 vino a sumarse un clima de inquietud que empezó a cundir entre los inversionistas extranjeros en general.69 Madero no limitó las reformas de su política petrolera al campo fiscal. Poco después de decretado el nuevo impuesto intentó ir más adelante: ese mismo año se promulgó un decreto que requería que todas las empresas y propietarios se inscribieran en un registro y dieran ciertos informes concernientes al valor y composición de sus propiedades. Ello tenía por objeto, decía el decreto, saber cuál era el monto con que se debía indemnizar a la empresa o persona en caso de que su propiedad fuera expropiada. Si no se cumplía dentro del tiempo dispuesto con esta disposición, la parte interesada se hacía acreedora a una sanción equivalente a 5% del valor de la propiedad, mantenida sin denuncia.70 En esta ocasión, el rechazo de los petroleros fue igualmente definitivo y, por lo tanto, la orden no se cumplió: no se iba a facilitar una futura intervención gubernamental en la industria petrolera dándole una información tan vital como la solicitada por el decreto. Los petroleros arguyeron que les era imposible llevar a efecto el avalúo exigido. Madero tuvo que ceder; las relaciones con Washington eran ya muy tirantes. El gobierno del estado de Veracruz tampoco pudo llevar adelante ciertos planes fiscales que se había trazado con relación al petróleo, en virtud de la completa oposición de las empresas.71 La pérdida de confianza por parte de los petroleros fue completa: éstos creyeron ver su posición seriamente amenazada, a tal punto que decidieron olvidar anteriores rencillas y formar un “frente unido” para oponerse al gobierno mexicano. Esta acción conjunta no fue pasajera y habría de cristalizar en la formación de una organización formal. Esta actitud sobreviviría aun después de la expropiación de 1938, a pesar de que la lucha entre los intereses estadunidenses y británicos no cesó del todo y de que la rivalidad entre los mismos grupos estadunidenses no desapareció por completo.

    WASHINGTON Y LOS PETROLEROS


    El Departamento de Estado protegió diligente y constantemente los intereses petroleros de sus nacionales en México, por lo que el gobierno maderista pronto se convirtió en motivo de preocupación en este campo. Ya a principios de 1912 hubo cierto malestar en Washington ante la posibilidad de que se diera a la Shell una concesión para tender un oleoducto que redundaría en perjuicio de las compañías estadunidenses. El secretario de Estado Knox ordenó a Wilson investigar este asunto. Merced a la intervención del embajador, el proyecto se detuvo y los intereses del país vecino no fueron afectados.72 Poco después, el Departamento de Estado fue informado de la existencia de una campaña de propaganda de las autoridades de Tamaulipas contra la Waters-Pierce. Esta campaña tuvo su origen en el incendio de un tanque perteneciente a esta compañía. Como consecuencia del incendio, la municipalidad lanzó un ataque a esta empresa y a La Huasteca por considerar que sus instalaciones eran un peligro para la población vecina. La empresa llevó de inmediato el caso a las autoridades federales y el secretario de Gobernación informó poco después que ya se había advertido al gobernador del estado que cesara en los ataques contra las compañías.73 Aunque en esta ocasión la presión de los petroleros tuvo un resultado positivo inmediato, este incidente fue un factor más que contribuyó a mantener el descontento entre las empresas petroleras. Poco tiempo después de este incidente, el consulado en Tampico se quejó por un impuesto petrolero del gobierno estatal de Veracruz. Días más tarde se informó que la situación —después de la protesta de los interesados— se había resuelto en favor de las compañías.74 Luego vino el impuesto de producción, al que ya se hizo referencia.

    Cuando en agosto de 1912 el embajador estadunidense anunció a Washington que salía hacia Tampico a investigar las múltiples quejas de los petroleros, los despachos procedentes de México ya habían creado en el Departamento de Estado una atmósfera hostil a la política petrolera del gobierno mexicano. El impuesto federal de 1912 a la producción de petróleo fue lo que acabó con cualquier duda que pudieran abrigar los funcionarios de Washington respecto a la política de Madero. En su opinión, el objetivo de Madero era claro e inadmisible: arruinar los intereses estadunidenses de la industria petrolera en México.75 A su regreso de Tampico, Wilson confirmó estas sospechas al informar a sus superiores que los petroleros estaban siendo gravados con un impuesto, “casi confiscatorio”. La respuesta de Knox fue inmediata y Wilson entregó a la Secretaría de Relaciones una violenta nota, prácticamente un ultimátum, en la cual pedía la eliminación de la actitud hostil hacia las empresas estadunidenses y la suspensión del impuesto “confiscatorio” de 20 centavos por tonelada.76 Lascuráin rechazó los argumentos de su colega estadunidense en forma maestra —según expresión de James Fred Rippy—, aunque creyó necesario justificar el nuevo impuesto aduciendo como razón las apremiantes necesidades económicas del gobierno. Todo ello a pesar de que la imposición de las cargas fiscales era un atributo de la soberanía mexicana que no necesitaba justificarse.77 El impuesto se mantuvo al menos en el papel, pero era claro que el gobierno de Taft no permitiría a Madero ninguna otra modificación en el estatus de esa industria.

    LA CAÍDA DE MADERO


    Algunos de los petroleros estadunidenses en México, junto con el embajador Wilson y otros círculos de negocios con intereses en este país pidieron al presidente Taft que, en vista de los peligros que amenazaban las vidas y bienes estadunidenses al sur de la frontera, empleara la única solución posible, a saber: la pacificación de México por fuerzas estadunidenses.78 El presidente estadunidense prefirió no precipitarse y, además, ante el triunfo electoral del partido demócrata, decidió que era conveniente dejar en manos de la nueva administración de Woodrow Wilson la solución al problema mexicano. Sin embargo, su embajador no pensó de igual manera y decidió que había llegado el momento de acabar con el gobierno maderista.

    El golpe de Estado del antiguo ejército porfirista contra Madero tramado en la propia embajada estadunidense, sería el último intento de los grupos dominantes del anterior régimen por impedir la modificación del statu quo. Su negativa a adaptarse al nuevo estilo de cosas, los llevó a escoger esta solución que probó ser errada; su inflexibilidad dio origen a una reacción de gran magnitud en sentido opuesto, comenzando así la verdadera revolución. Manuel Márquez Sterling, embajador de Cuba y lúcido testigo de los acontecimientos, señaló: “El cuartelazo ha sido una absurda conjura de gente rica, de industriales omnipotentes, de banqueros acaudalados y de comerciantes favoritos que ansían su fetiche y labran, sin saberlo, su ruina”.79 El general Huerta buscó prolongar la etapa porfirista; mantener intacta la estructura social desarrollada a partir de 1876. Era natural, por lo tanto, que al principio Huerta y los intereses extranjeros en su conjunto, se consideraran mutuamente aliados; la satisfacción de éstos ante el cambio político se expresó sin reservas: The Mexican Herald del 19 de febrero de 1913 —vocero de la colonia estadunidense en México— saludó desde su primera plana al nuevo gobierno en forma por demás significativa: “¡Viva Díaz! ¡Viva Huerta…! After a year of anarchy, a militar dictator looks good to Mexico”.80

    HUERTA Y EL PRESIDENTE WILSON


    El destino del régimen huertista estuvo íntimamente ligado a las decisiones del gobierno estadunidense, su gobierno nació en parte como resultado de una decisión estadunidense y habría de desaparecer por otra. No es difícil imaginar la sorpresa e irritación de Huerta cuando, después de haber llegado al poder con el respaldo incondicional del embajador de Estados Unidos y con el visto bueno de los inversionistas de ese país, se encontró con que la nueva administración de la Casa Blanca se negaba a endosar la política mexicana de Taft y no aceptaba su permanencia al frente del gobierno. Un cambio tan radical en la posición estadunidense tiene que explicarse mediante la notoria transformación entre la concepción sostenida por Taft sobre el interés nacional de Estados Unidos en México y la de Woodrow Wilson. En lo interno, y como reacción al conservadurismo anacrónico de los republicanos, Wilson —aristócrata y conservador, pero atento a las transformaciones de su época— se dispuso a llevar a la práctica una nueva política: la “nueva libertad”.81 El avance de la revolución industrial en Estados Unidos después de la guerra civil había sido espectacular; pero su costo social fue de una magnitud también espectacular. Wilson representó a esa corriente de opinión que creyó llegado el momento de controlar esta transformación, de lo contrario el sistema podría ponerse en peligro. “El gran gobierno que amábamos —señaló el presidente— ha sido utilizado frecuentemente con fines particulares y egoístas y los que lo han usado han olvidado al pueblo”. A fin de restaurar el equilibrio perdido, Wilson propuso acabar con los más graves abusos del sistema, imponiendo ciertas restricciones a los grandes intereses económicos en favor del “hombre común”, que hasta ese momento en poco o nada se había beneficiado del considerable desarrollo industrial de su país. El cambio interno se reflejó en la política exterior, sobre todo porque Wilson decidió asumir en gran medida el papel de su propio secretario de Estado. Con relación a América Latina —cada vez más una zona de influencia estadunidense y no europea— el presidente Wilson consideró que uno de los objetivos de Estados Unidos en la región consistiría en formar “naciones democráticas”, siendo éstas las más compatibles con su interés nacional. En teoría y como complemento, la nueva administración se comprometió a enterrar definitivamente la “política del dólar” de sus predecesores. En esta atmósfera, los programas de los grupos revolucionarios mexicanos encontraron cierta tolerancia y hasta simpatía en la Casa Blanca, pues en cierta forma correspondían al concepto de la “nueva libertad”. De aquí que Wilson no dudara en modificar un tanto la política estadunidense en México, el primer paso fue pedir a Huerta que abandonara el poder.82

    WASHINGTON CONTRA HUERTA


    Al examinar la política del presidente Wilson hacia Huerta, es necesario comprender primero el origen de su formulación. Contra la opinión de los asesores profesionales del Departamento de Estado, de la prensa y de los intereses estadunidenses en México —que aconsejaban el reconocimiento de Huerta—, Wilson decidió seguir un camino menos simple, pero que a la larga —confiaba— sería mucho más ventajoso.83 El antiguo universitario, profesor de teoría política, pensó buscar la estabilidad definitiva de su vecino del sur por un camino diferente al de sus predecesores. Wilson estaba convencido de que ésta no se lograría apoyando al “hombre fuerte” del momento, ya que todas las dictaduras en México acababan en una nueva revolución. Por lo tanto, la mejor manera de poner fin a la cadena de guerras civiles era establecer definitivamente un gobierno que pudiera considerarse democrático —según la concepción wilsoniana de la democracia— y que al atender los intereses de grupos más amplios, garantizara una estabilidad verdadera. Dentro de este marco habría que echar fuera a Huerta, de ser posible por medio de presiones. Pero en caso de que éstas no dieran resultado, habría que tolerar y aun apoyar una revolución más para acabar con las revoluciones, sin importar que a corto plazo algunos intereses estadunidenses se vieran perjudicados, aunque habría de velar por que estos daños fueran reducidos al mínimo.84 Esta nueva política no fue comprendida entonces y Wilson fue atacado numerosas veces dentro y fuera de su país por no haber auxiliado a Huerta, y sí, en cambio, haber fomentado en México “la guerra civil, los robos y los asesinatos”, que tanto perjudicaban a las inversiones extranjeras en el país.85 Este “imperialismo moral”, como le ha llamado Howard Cline,86 que buscaba crear en México una estructura política y social más o menos similar a la estadunidense para proteger sus intereses, fue apoyado por los dos emisarios especiales que Wilson envió a México para que le informaran directamente y sobre el terreno, acerca de la verdadera situación que prevalecía en el país.87 Tanto William Bayard Hale, primero, como John Lind, después, estuvieron, en lo fundamental, de acuerdo en que la política trazada por Wilson era la única forma adecuada de alcanzar la anhelada estabilidad mexicana.88 La actuación real de Wilson no siempre se apegó a la línea política que proclamó, y en más de una ocasión sus acciones contradijeron sus palabras. Las presiones de los intereses estadunidenses afectados por la lucha en México y la desintegración del frente antihuertista en México en facciones antagónicas, fueron elementos determinantes en las contradicciones que habrían de aparecer en su política hacia México.

    Taft, en los últimos días de su gobierno, pudo haber intentado consolidar la obra de su embajador, reconociendo de inmediato al nuevo gobierno mexicano, sobre todo después de que éste había dado seguridades, por conducto del propio Huerta, de que su acción contra Madero “tiene más objeto que restaurar la paz en la República y asegurar los intereses de sus hijos y de los extranjeros que tantos beneficios nos han producido”; pero Washington quiso aprovechar al máximo la nueva situación y decidió exigir a Huerta la solución favorable de todos los problemas pendientes entre ambos países antes de otorgarle su reconocimiento. Huerta no aceptó de inmediato las demandas estadunidenses. El problema estaba siendo negociado cuando Taft concluyó su periodo.89 Al asumir Wilson la presidencia éste intentó primero una solución simple: eliminar discretamente a Huerta, aunque no precisamente a la facción huertista. Para ello demandó al general Huerta la pronta convocación a elecciones sin que él presentara su candidatura: de amo absoluto debía convertirse, por mandato de Washington, en simple presidente provisional.90 Al mismo tiempo, el presidente estadunidense hizo saber a Latinoamérica su nueva línea política: Estados Unidos se opondría sistemáticamente a todos los gobiernos establecidos por la fuerza y contra la voluntad del pueblo. Como contrapartida, Wilson aseguró que ningún interés particular estadunidense volvería a anteponerse al legítimo interés de los pueblos de éste o del otro hemisferio.91 Cuando Huerta rechazó las demandas de la Casa Blanca, Wilson intentó unir a su política antihuertista a los grupos revolucionarios mexicanos, a los gobiernos europeos con intereses en México y a los países latinoamericanos. Sin embargo, por diversos motivos no encontró en ningún caso la respuesta que esperaba.92

    Ante la serie de notas —ultimátums, les llamó la señora O’Shaughnessy, esposa del encargado de negocios estadunidense— que Wilson envió a Huerta a finales de 1913 y principios de 1914, éste pareció desconcertado y expresó en diversas formas a la embajada estadunidense que el problema central en México no era establecer la democracia, sino el orden.93 Como Huerta insistiera en no abandonar el poder, Wilson aprovechó la primera oportunidad —el incidente del USS Dolphin en Tampico, a raíz del cual un grupo de marinos estadunidenses fueron arrestados por corto tiempo, y el desembarco de armas para Huerta de un buque alemán en Veracruz— para respaldar sus exigencias con una demostración de fuerza pero sin llegar a la declaración de guerra: en abril de 1914 las fuerzas estadunidenses ocuparon el puerto de Veracruz en el Golfo de México.94 Mientras esto ocurría, las fuerzas revolucionarias formalmente al mando de Venustiano Carranza continuaban su avance hacia la capital de la República.

    La ocupación de Veracruz fue la culminación de la campaña de Washington contra Huerta. Así lo comprendieron sus colaboradores, quienes se apresuraron a pedir al dictador que abandonara el poder para permitirles negociar con Wilson y salvar algo frente a Carranza. Pero ya era demasiado tarde y poco después el país quedó en manos de las fuerzas de la revolución.95 El fracaso del huertismo en su intento por impedir el resquebrajamiento de la estructura porfirista fue producto de complejas circunstancias tanto externas como internas, pero la política estadunidense fue uno de los factores determinantes.96 Sin las armas estadunidenses las masas de campesinos norteños que ocuparon la capital en 1914 hubieran tenido momentos difíciles frente al ejército porfirista, especialmente si éste hubiera contado con el apoyo de Washington.

    LOS INTERESES PETROLEROS EN MÉXICO Y EL CONFLICTO ENTRE WASHINGTON Y LONDRES


    En la reunión de Wilson con su gabinete, el 18 de abril de 1913, se analizó el problema mexicano, y a la vez que se decidió no reconocer a Huerta se tuvo la sospecha de que la lucha civil mexicana era impulsada por la rivalidad entre los petroleros ingleses y estadunidenses. Sin embargo, no se ahondó en este punto.97 Fue en el ramo del petróleo donde los empresarios estadunidenses en México resintieron con mayor agudeza la competencia británica, pero nada indica que la decisión inicial del presidente Wilson de no aceptar la permanencia de Huerta en el poder estuviera conectada con este problema. Con todo, la posterior evolución del conflicto iba a ligar indisolublemente la disputa angloamericana por el control del petróleo mexicano al destino del régimen huertista.98 Según Josephus Daniels, en un principio los petroleros estadunidenses pidieron al presidente Wilson que se reconociera al gobierno de Huerta: Wilson llegó a sospechar que Doheny y otros petroleros auxiliaron entonces al dictador en contra de la política de la Casa Blanca.99 Huerta, por su parte, no mostró ningún antagonismo contra los intereses estadunidenses en el país, ni recurrió a la vieja política porfirista de buscar el apoyo europeo contra las presiones de Washington, sino hasta el momento en que comprendió que Wilson intentaba la eliminación de su régimen en favor de los revolucionarios.100

    Si bien Huerta mantuvo en lo fundamental el statu quo legal del petróleo, en el Congreso no desaparecieron las voces de protesta que se levantaron durante el maderismo: el diputado chiapaneco Moheno propuso la creación de una corporación petrolera gubernamental que absorbiera a las compañías privadas. Zubiría y Campa y el ingeniero Palavicini demandaron, a su vez, la revisión de las franquicias y concesiones petroleras.101 Estas iniciativas y una cierta atmósfera de hostilidad hacia los petroleros estadunidenses, preocuparon a Washington lo suficiente para ordenar a O’Shaughnessy que se mantuviera alerta.102 En la práctica, la única medida petrolera del gobierno huertista que resintieron las compañías extranjeras y que molestó por igual a estadunidenses e ingleses, fue un aumento en los impuestos, mucho mayor que el decretado por Madero en 1912. Desde octubre de 1913 el Departamento de Estado conocía los planes de Huerta y le hizo saber su desaprobación. Sin embargo, las dificultades presupuestarias le obligaron a seguir adelante con sus planes.103 La Mexican Oil Association decidió enviar una delegación a tratar el problema con Huerta y el Departamento de Estado le ordenó a su representante en México protestar formalmente contra la medida.104 En esta ocasión la presión no dio resultado, y Huerta mantuvo su impuesto. Poco antes de la caída de este gobierno, las empresas estadunidenses dejaron de pagar el impuesto como consecuencia del rompimiento entre Huerta y el gobierno de Washington.105

    Ante la persistencia de la hostilidad del gobierno de Estados Unidos, Huerta no vio otra alternativa que buscar el apoyo inglés. Fue entonces cuando la Gran Bretaña hizo el último intento serio por contrarrestar la influencia estadunidense en México.

    Si el petróleo era el interés principal de Inglaterra en este país, fue lógico que Pearson se convirtiera en el intermediario idóneo entre Victoriano Huerta y el gobierno de su majestad británica. El primer resultado de esta alianza fue que, contra los deseos expresos del presidente Wilson, sir Lionel Carden —amigo de Pearson y, según Jean-Baptiste Duroselle, representante de los grandes intereses petroleros ingleses— presentó credenciales a Huerta como embajador de la Gran Bretaña; otros países europeos no tardaron en seguir el ejemplo inglés.106 Ante este nuevo sesgo de los acontecimientos se reafirmó la decisión inicial estadunidense de acabar con Huerta. De ser necesario, se recurriría a la invasión antes de permitir que México quedara convertido en un apéndice de Europa.107

    El descontento de Washington se dirigió contra Carden y Pearson, especialmente cuando se supo que este último se encontraba negociando en Londres un préstamo muy importante para Huerta.108 Tanto Wilson y Lind, embajador estadunidense en Londres, como el secretario de Estado, Bryan, y el coronel House, estaban convencidos de que Pearson se proponía, con la ayuda de Huerta y su gobierno, monopolizar el petróleo mexicano.109 Según el biógrafo de Pearson, esta opinión era errónea: el magnate inglés nada tuvo que ver con el apoyo que su gobierno dio a Huerta. Admite, sí, que Pearson era amigo de Carden, así como del primer ministro británico y del ministro de la Foreign Office, y que es verdad que Pearson pensaba que Huerta era la persona mejor capacitada para mantener el orden en México. Pero en ningún caso ello le llevó a apoyarlo económicamente o en cualquiera otra forma. Estas aseveraciones no son enteramente convincentes, Pearson, al saber que Washington lo consideraba como uno de sus enemigos principales en México, dio seguridad al gobierno estadunidense en el sentido de que no deseaba apoyar a Huerta para perjudicar los intereses estadunidenses en México. Un enviado de sir Edward Grey, de la Foreign Office, hizo lo mismo ante la Casa Blanca, pero Wilson no cambió de opinión y no habría de permitir que los intereses de lord Cowdray pudieran consolidarse en otros países latinoamericanos.110

    El gobierno de su majestad británica bien pronto desistió de su pequeña lucha en México. Circunstancias mucho más importantes, como un posible conflicto en Europa, le obligaron a buscar un acercamiento con Washington. Al finalizar 1913, sir Lionel Carden —que según palabras de la señora O’Shaughnessy, había tenido con Huerta una verdadera fête d’amour—, al frente de una comitiva de diplomáticos europeos, llegó hasta Victoriano Huerta para sugerirle que debía acceder a los deseos de Wilson: la Gran Bretaña no podía apoyarle.111 Pero Inglaterra —que había adoptado la “decisión formidable”, según palabras del primer lord del almirantazgo, Winston Churchill, de usar como combustible de su flota carbón y no petróleo— no abandonó fácilmente unos campos de combustible que eran vitales para su armada.112 Wilson tuvo que ofrecer una compensación mínima: la supresión de ciertas tarifas discriminatorias contra naves extranjeras en el canal de Panamá.113

    Delimitados ya los campos de influencia entre Estados Unidos y Europa, no fue difícil concertar acuerdos secundarios. Por ejemplo, los gobiernos de Estados Unidos, Inglaterra, Holanda y Suecia, aceptaron no reconocer las ventajas que algunas compañías petroleras pudieran obtener sobre el resto, al amparo de las condiciones anormales creadas por la guerra civil en México.114 Al subordinar sus decisiones a la política estadunidense en México, Inglaterra no hizo más que reconocer definitivamente el carácter predominante del interés de Estados Unidos en este país, reconocimiento que fue acompañado por una petición de que las propiedades petroleras británicas en México fueran protegidas por los estadunidenses. En la declaración del 2 de diciembre de 1913, Wilson aseguró dicha protección.115 Según algunos indicios, sometida Inglaterra, otra potencia europea, Alemania, en abierta oposición a los planes de Wilson, ofreció a Huerta apoyo militar y de cualquier otro tipo que necesitara. La decisión alemana obedecía a sus necesidades estratégicas mundiales. El almirante Paul von Hintze prometió a México material de guerra a cambio de que cortara el abastecimiento de petróleo a la armada británica en caso de un conflicto entre ambas potencias. Como otros tantos proyectos germanos de dudosa viabilidad que estaban aún por surgir, éste no tuvo ninguna consecuencia práctica.116 La posición dominante de Estados Unidos en esta época permaneció incólume.

    
LA PROTECCIÓN ESTADUNIDENSE A LA ZONA PETROLERA


    La posibilidad de una intervención estadunidense en México durante el periodo huertista —aparte de la de Veracruz— fue constante en las relaciones entre ambos países.117 Entre algunos motivos que pudieron haber llevado a Estados Unidos a tomar esa decisión, destacó la necesidad de proteger los campos petrolíferos amenazados por la lucha entre fuerzas carrancistas y tropas federales. En realidad, las propiedades de las compañías petroleras fueron de las zonas más tranquilas del país durante los 10 años que duró la lucha armada.118 Sin embargo, entre abril y mayo de 1914 tuvo lugar uno de los pocos quebrantamientos de esta paz, al asediar los constitucionalistas la zona de Tampico. Ante la posibilidad de la destrucción de las instalaciones petroleras, los consejeros militares de Wilson sugirieron que por lo menos esa región fuera ocupada por las tropas estadunidenses. El secretario de Guerra, Lindley Garrison, recibió del Departamento de Estado ciertos planos de la zona petrolera mexicana, que habían enviado las compañías al gobierno, señalando la localización de sus propiedades, en previsión de tal eventualidad.119 A raíz del hundimiento de un buque-tanque de la Waters-Pierce, el secretario de Estado, Bryan, advirtió a los contendientes que la zona petrolera debía considerarse terreno neutral; de lo contrario, su país se vería obligado a tomar medidas adecuadas para evitar la destrucción de una riqueza que interesaba grandemente no sólo a las compañías o a México, sino al mundo. Como la lucha continuara con mayor vigor, el 2 de abril de 1914 los técnicos extranjeros abandonaron los campos productores y toda la industria quedó a cargo de los empleados mexicanos. Las compañías demandaron protección en todos los tonos y a varios niveles. El 7 de mayo de 1914 se reunieron en Nueva York los representantes de 58 empresas petroleras para examinar la “difícil situación” de esa industria en México. A raíz de esta reunión se nombró un comité de cinco personas para que se entrevistaran con el presidente Wilson, a quien le harían ver la necesidad de emplear —de manera adecuada— su poder y autoridad para lograr: a) garantías reales por parte de las autoridades mexicanas para que sus empleados pudieran regresar a sus puestos en los campos petroleros; b) hacer conocer ampliamente esta medida a las autoridades competentes tanto en México como en Estados Unidos.120

    Al Departamento de Estado le pidieron que insistiera, en unión con el gobierno inglés, en la neutralización de la región, y al Senado hicieron llegar urgentes llamadas de auxilio, aduciendo que los pozos no podían cerrarse y que el petróleo corría ya hasta el Pánuco. Un incendio sería fatal y la irresponsabilidad de los contendientes en México hacía casi inevitable la catástrofe.121 Ante la amenaza de Washington, Carranza y Huerta, en repetidas ocasiones, aseguraron firmemente a Bryan que brindarían a los técnicos extranjeros todas las garantías necesarias, pero nunca llegaron a acceder formalmente a los pedidos de neutralización.122 El Departamento de Estado respaldó sus advertencias con la presencia de varios barcos de guerra en las costas de Tampico, a los que se unieron algunas naves europeas. Estos buques dieron albergue por dos semanas a los técnicos petroleros que abandonaron el puerto. El cónsul estadunidense en Tampico quedó a cargo del pago de los sueldos a los empleados mexicanos y de otros menesteres similares: tenía instrucciones de auxiliar a las empresas petroleras sin reserva y en la mejor forma posible.123 En realidad, ésta fue la única vez que la lucha revolucionaria trastornó las actividades de las compañías en forma tan radical, y fue tal el aparato protector que desplegaron las potencias interesadas en torno suyo, que no sufrieron pérdidas de importancia.124 Nadie dudó que de haberse prolongado los inconvenientes, un desembarco hubiera sido inevitable.

    LOS INTERESES PETROLEROS Y LA CAÍDA DE HUERTA


    La caída del régimen huertista no fue obra exclusiva de los intereses petroleros estadunidenses. Pero no cabe duda de que éstos contribuyeron a ella, sobre todo después de que el conflicto entre Wilson y Huerta hizo surgir la amenaza de la competencia británica. Antes de examinar la posición de los petroleros conviene tener en cuenta dos circunstancias. La primera es que aun antes de que el conflicto entre Wilson y Huerta se presentara, el propio embajador Henry Lane Wilson había sugerido al Departamento de Estado —como una de las posibles soluciones al problema mexicano— la creación de un buffer state que comprendería la zona norte del país, es decir, que incluiría la región petrolera.125 El segundo factor en el que conviene hacer hincapié, es el hecho de que, independientemente del resentimiento que las compañías estadunidenses llegaran a tener hacia Huerta por el trato preferencial otorgado a lord Cowdray, este grupo también desaprobó el que no sólo no desapareciera el impuesto decretado por Madero, sino que fuera aumentado.126

    Según declararon los petroleros ante el subcomité senatorial de Fall, el presidente Wilson nunca les consultó acerca de la formulación de su política hacia México.127 Doheny afirmó que las compañías no pudieron hacer otra cosa que plegarse a las decisiones de su gobierno sin influir para nada sobre ellas. En esta situación y declaradas las intenciones de Washington, lo único que hicieron fue suspender el pago de impuestos a Huerta —no apoyarle, como se les acusó— a la vez que ofrecer su apoyo a Carranza. Prueba de esto último es el hecho de que Doheny dio a los constitucionalistas, a cuenta de futuros impuestos, 100 000 dólares en efectivo y 685 000 en combustible.128 Sin embargo, hay indicios de que los intereses petroleros no se concretaron a suspender el pago de impuestos, sino que quizá favorecieron la ocupación militar por Estados Unidos de la región petrolera. Su vocero más notorio en el Congreso estadunidense, el senador Albert B. Fall de Arizona, se pronunció en 1913 en favor de ejercer “mano dura” con el vecino del sur; exigió el mantenimiento de una política de celosa protección de los intereses estadunidenses en México y sostuvo que no debía desecharse la posibilidad de una intervención armada.129 (Conviene tener en cuenta que en 1924 el senador Fall fue por un tiempo uno de los principales representantes de los intereses petroleros en el Congreso. En 1924 pasó a ocupar el cargo de secretario del Departamento del Interior, con lo cual quedaron a su cargo las reservas petroleras gubernamentales. Cuando se descubrió que había aprovechado su puesto para ceder las reservas navales de Elk Hills en California y Teapot Dome en Wyoming a Edward L. Doheny y Harry F. Sinclair, fue condenado a prisión y desapareció del escenario político.)130 Una opinión similar expresó personalmente a Wilson el petrolero William J. Payne.131 En marzo de 1914, Fall consideró necesaria la ocupación del país vecino para entregar las riendas del gobierno a hombres “capaces y patriotas”.132 Por un tiempo existió el rumor de que el famoso incidente del USS Dolphin —preludio de la invasión a Veracruz— fue resultado de un pequeño complot del almirante Henry T. Mayo, comandante de la flota estadunidense del Atlántico, y los petroleros para llegar a ocupar la región petrolera del golfo. Esta posibilidad fue mencionada varias veces a partir de 1914.133 Sin embargo, los documentos examinados no permiten sostener la tesis de que en la disputa entre Wilson y Huerta los petroleros estadunidenses hayan tenido un papel relevante.

    Resumiendo lo expuesto en este capítulo, podemos decir que el establecimiento de las empresas petroleras estadunidenses e inglesas en México, al iniciarse la primera década del siglo XX, se realizó en condiciones particularmente favorables que habrían de despertar el resentimiento de posteriores regímenes nacionalistas surgidos con la Revolución de 1910. Las condiciones favorables consistieron en que, por un lado, se modificó en su provecho el régimen de propiedad del subsuelo y, por otro, se les exigió una contribución mínima al erario nacional. Esta situación habría de ser el origen de un largo conflicto entre los intereses petroleros y los gobiernos que sucedieron al del presidente Díaz. La leve modificación hecha por el gobierno de Madero a la situación fiscal de las empresas petroleras de 1912 no fue el motivo principal del antagonismo entre Madero y los intereses estadunidenses, pero sí un factor más que lo propició. El cambio de la política mexicana hacia Estados Unidos, tras la elección del presidente Wilson en 1913, no parece haber sido originalmente aprobada por los intereses petroleros. Sin embargo, el resultado final de la actitud del presidente Wilson hacia Victoriano Huerta resultó benéfica, ya que subordinó definitivamente los intereses británicos a las decisiones de Washington e indirectamente dio una ventaja a las empresas estadunidenses sobre su competidor británico. Uno de los subproductos de las decisiones de Woodrow Wilson, en el caso de México, consistió en propiciar no sólo el triunfo de Carranza sobre Huerta, sino también el de la Mexican Petroleum sobre El Águila. Ciertamente las inversiones británicas en el petróleo mexicano no desaparecieron, pero sí se evitó el peligro de que establecieran una relación especial con el gobierno de Huerta. Esta relación, surgida ante el choque inicial entre Wilson y Huerta, tenía ya un antecedente en la política aplicada por Díaz durante los últimos años de su gobierno.
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Principales grupos petroleros en México en 1927
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CUADRO 1.1. Produccién de petrdleo en México, 1901 a 1937,

y su distribucion entre exportaciones y consumo interno en ciertos anos

Afios Produccion Exportaciones Consumo Afios Produccion Exportaciones Consuno
(barriles) interno (%) (barriles) interno (%)
1901 10345 - - 1919 87072954 - -
1902 40200 - - 1920 157068678 - -
1903 75375 - - 1921 193397587 - -
1904 125625 - - 1922 182278457 99.0 1.0
1905 251250 - - 1923 149584856 - -
1906 502500 - - 1924 139678294 89.3 10.7
1907 1005000 - - 1925 115514700 - -
1908 3932900 - - 1926 90420973 89.5 10.5
1909 2713500 - - 1927 64121142 - -
1910 3634080 - - 1928 50150610 79.0 21.0
1914, 12552798 - - 1929 44687887 - -
1912 16558215 - - 1930 39529901 - -
1913 25692291 - - 1931 33038853 70.0 30.0
1914 26235403 - - 1932 32805496 62.5 375
1915 32910508 - - 1933 34000830 - -
1916 40545712 90.0 10.0 1934 38171946 - -
1917 55292770 - - 1935 40240563 - -
1918 63828326 81.0 19.0 1936 41027915 - -
1937 46906 605 61.0 39.0

Total

1865605045
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CUADRO 1.4. Ingresos efectivos del gobierno federal e impuestos
totales pagados por la industria petrolera en México, 1912-1937
(Miles de pesos cada aiio)

Ingresos efectivos del gobierno Impuestos totales pagados por la

Arios federal industria petrolera %
(1) (2) 3) (3)/(2)
1912 - 494 »
1913 - 767 -
1914 = 1234 =
1915 = 1943 =
1916 - 3088 -
1917 - 7553 -
1918 111182 12008 10.8
1919 130980 17332 13.2
1920 238243 51314 21.5
1921 279833 62725 22.4
1922 261252 87779 33.6
1923 266955 62394 234
1924 266907 54467 211
1925 317315 46798 14.7
1926 312018 41438 13.3
1927 306873 25538 8.3
1928 310739 18349 5.9
1929 322335 19390 6.0
1930 299499 22372 7.5
1931 256089 22236 8.7
1932 212347 24211 11.4
1933 228010 27935 12,1
1934 309127 45610 14.7
1935 330602 41618 12.6
1936 385175 50012 13.0

1937 451110 57998 12.8
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CUADRO 1.2. Inversion estadunidense directa en México, total y en la industria petrolera,
¥ su participacion en el conjunto de las inversiones en el petréleo mexicano, 1897-1940
(Valores totales estimados, en millones de délares)

Inversion estadunidense

Inversion en la industria

Inversion estadunidense

Inversion en la industria

directa petrolera directa petrolera
En la industria En la indus-
petrolera tria petrolera
Afios  Total ~ Valor % del Total  %esta- % de Afios Total ~ Valor %del  Totalen %esta- % de
en total en duni-  otros en total México  duni- otros

México México dense  paises México dense  paises
1897 200 15 0.75 - - - 1924 735 250  34.0 438.6 57 43.0
1908 416 50 20.0 - - - 1925 735 224 30.0 393.0 57 43.0
1909 394 - - - - - 1926 1123 231 20.5 405.0 57 43.0
1910 745 15 2.0 - - - 1927 - - - - - -
1911 794 20 2:5 51.9 38.5 61.5 1928 - 303 - - - -
1912 792 49 6.2 - - - 1929 709 206  29.0 - - -
1913 784 - - - 58 42.0 1930 672 200 29.7 - - -
1914 587 85 14.4 - - - 1931 1000 - - - - -
1915 - - - - - - 1932 887 - - - - -
1916 584 - - - - - 1933 - 142 - 273.1 52 48.0
1917 - 59 - 90.7 65 35.0 1934 - 175 - 330.2 53 47.0
1918 - 200 - 266.7 7s; 25.0 1935 652 - - - - -
1919 643 200 Bl - - - 1936 479 69 14.0 346.0 - -
1920 535 - - - - - 1937 - 40 - 133.3 30 70.0
1921 652 500 76.0 819.6 61 39.0 1938 - 42 - 107.7 39 61.0
1922 - 303 - 522.4 58 42.0 1940 300 5 1.7 - - -
1923 - 500 - 862.0 58 42.0
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CUADRO 1.3. Participacion del sector petrolero
en el producto nacional bruto de México, 1901-1937
(Millones de pesos de 1950)

Afios  Producto  Petréleo % del  Afios  Producto  Petrdleo % del
nacional total nacional total
bruto bruto

1901 10741 & - 1924 15159 851 5.61
1902 9975 * - 1925 16102 737 4.58
1903 11092 - 1926 17335 647 3.73
1904 11287 1 0.01 1927 16932 436 2.57
1905 12460 1 0.01 1928 17240 359 2.08
1906 12319 2 0.02 1929 16666 326 1.96
907 13042 5 0.04 1930 5538 321 2.06
908 13022 21 0.16 1931 6106 261 1.62
1909 13405 14 0.10 1932 3494 269 1.99
910 13524 19 0.14 1933 14943 297 1.99
921 14560 1007 6.92 1934 5927 354 2.22
1922 14988 949 6.37 1935 7039 362 212
1923 15411 937 6.08 1936 18491 338 1.83
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